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III. POLÍTICAS COMERCIALES, POR MEDIDAS

1) Visión general

1. El régimen aduanero de Nicaragua está fundamentado en el Código Aduanero Uniforme Centroamericano (CAUCA IV) y su reglamento (RECAUCA IV).  Nicaragua ha hecho progresos en lo relativo a la facilitación del comercio durante el período examinado.  Nicaragua ha automatizado la mayoría de los procesos aduaneros, con lo cual se ha mejorado considerablemente el acceso.  También se ha implementado un sistema de evaluación de riesgo basado en reglas fijas, así como modelos probabilísticos y aleatorios.  Sin embargo, se podrían introducir mejoras para agilizar los trámites, como por ejemplo, reducir el número de inspecciones físicas y el tiempo de despacho.  En general, para el despacho de aduana de las importaciones, se requiere la intervención de un agente aduanero autorizado.

2. El arancel aplicado de Nicaragua en 2012 abarca 7.359 líneas;  todos sus tipos son ad valorem.  El 46,4 por ciento de las líneas arancelarias están libres de derechos, frente al 46,8 por ciento en 2005 (cuadro III.5).  El promedio de las líneas con tipos mayores a cero pasó del 10,9 por ciento en 2005 al 11,6 por ciento en 2012.  Nicaragua no aplica aranceles estacionales o variables;  se mantienen contingentes arancelarios tanto a nivel bilateral como multilateral.

3. Nicaragua aplica un Impuesto al Valor Agregado (IVA) del 15 por ciento sobre el suministro de bienes y servicios, incluida su importación;  las exportaciones están sujetas al IVA a un tipo del cero por ciento.
4. Durante el período examinado, Nicaragua no ha aplicado medidas comerciales especiales.  En enero de 2008, Nicaragua notificó a la OMC el Reglamento Centroamericano sobre prácticas desleales de comercio, el cual entró en vigor en mayo de 2007.  También notificó nueva legislación sobre salvaguardias.

5. La elaboración de normas técnicas, tanto aquellas voluntarias, como los reglamentos técnicos, se encuentra centralizada y se realiza por medio de diferentes comités técnicos.  Los comités son presididos por el representante de la entidad pública que tenga competencia sobre el tema.  Nicaragua dispone de un inventario de reglamentos técnicos que se encuentra disponible en línea.  A junio de 2012, 249 reglamentos técnicos se encontraban en vigor.  De ellos, 96 correspondían al área de alimentos, 25 estaban relacionados con el medio ambiente, 23 con la agricultura y la protección sanitaria, 20 con los hidrocarburos, y los demás abarcaban áreas diversas como plaguicidas, productos farmacéuticos y transporte. 

6. Nicaragua no permite las importaciones de alimentos, plantas, animales o productos derivados a menos que cuenten con un permiso sanitario/fitosanitario de importación o un certificado de libre venta (para los alimentos).  Desde el anterior Examen, el marco jurídico relativo a las Medidas Sanitarias y Fitosanitarias se ha actualizado con la adopción de una ley que establece un registro y un sistema de permisos para las actividades de tránsito, importación, producción y exportación de dichos organismos vivos modificados por medio de biotecnología molecular;  el reglamento correspondiente está todavía en proceso de aprobación.  
7. En 2012, Nicaragua notificó a la OMC que no ha concedido ninguna subvención en el sentido del Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias y que tampoco ha otorgado subvenciones a la exportación en el sentido del Acuerdo sobre la Agricultura.  Nicaragua otorga varias reducciones y exenciones de derechos arancelarios e impuestos en el marco del régimen de zona franca y del régimen de admisión temporal para perfeccionamiento activo y de facilitación de las exportaciones.  El Banco de Fomento a la Producción (PRODUZCAMOS), creado en noviembre de 2007, presta servicios financieros y asistencia técnica con el objetivo de contribuir al desarrollo de la producción nacional, con enfoque a la producción exportable.

8. Nicaragua regula los precios de los productos farmacéuticos de consumo humano, de los servicios aeroportuarios y los servicios prestados por la Empresa Portuaria Nacional, así como las tarifas de la energía eléctrica (transmisión y consumo público), del gas licuado de petróleo envasado, del alcantarillado sanitario y del agua potable para consumo público.
9. Durante el período examinado, Nicaragua adoptó una Ley de Promoción de la Competencia y su reglamento, los cuales entraron en vigencia en junio de 2007, y que regulan los acuerdos anticompetitivos, el abuso de posición dominante y las concentraciones (fusiones y adquisiciones).  La Ley prohíbe todo acuerdo y práctica concertada entre agentes económicos, cuyo objeto sea restringir la competencia, incluso por impedir el acceso o eliminar del mercado a cualquier agente económico.  Para la aplicación del nuevo marco jurídico se creó el Instituto Nacional de Promoción de la Competencia (PROCOMPETENCIA), tribunal administrativo de derecho público y de carácter técnico, con autonomía administrativa y presupuestaria, el cual opera desde mayo de 2009.  
10. Desde su último Examen, Nicaragua ha modernizado el marco normativo en el área de la contratación pública con la adopción de una Ley de Contrataciones Administrativas del Sector Público y de su reglamento que entraron en vigencia en febrero de 2011, así como de una Ley de Contrataciones Municipales, que entró en vigor en 2007.  La legislación que rige las contrataciones del sector público no contiene disposiciones por las que se otorgue un trato más favorable a los bienes, servicios u obras públicas de proveedores nacionales;  sin embargo, el régimen de contrataciones municipales prevé un margen de preferencia del 10 por ciento a la mano de obra municipal.  Nicaragua no es miembro del Acuerdo Plurilateral sobre Contratación Pública de la OMC.

11. El marco jurídico de Nicaragua en la esfera de los derechos de propiedad intelectual no ha sufrido cambios sustanciales durante el periodo objeto de examen.  Entre las modificaciones introducidas, figuran la adopción en 2011 de la Ley de Medicina Tradicional Ancestral que establece definiciones de conocimiento tradicional y de biopiratería, así como los requisitos para las patentes de derechos de propiedad intelectual colectiva.  También desde su último Examen, Nicaragua ha adherido al Arreglo de Lisboa relativo a la Protección de las Denominaciones de Origen, el Tratado de Budapest sobre el Reconocimiento Internacional del Depósito de Microorganismos a los fines del Procedimiento en materia de Patentes y el Tratado sobre el Derecho de Marcas.
2) Medidas que afectan directamente a las importaciones

i) Procedimientos aduaneros, registro y documentación

12. El régimen aduanero de Nicaragua está fundamentado en el Código Aduanero Uniforme Centroamericano (CAUCA IV) y su reglamento (RECAUCA IV)
, así como en legislación nacional.  Nicaragua es miembro de la Organización Mundial de Aduanas, pero no es parte contratante del Convenio de Kyoto Revisado, 2009, para la simplificación y armonización de los procedimientos aduaneros.  La normativa en materia de aduana, incluidas las instrucciones emitidas por la Dirección General de Servicios Aduaneros (DGA), está disponible en el sitio Internet de la DGA.

13. Los importadores deben registrarse ante la DGA con su cédula de Registro Único de Contribuyente (RUC), la cual es otorgada por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público (MHCP).
  De acuerdo con las autoridades, la inscripción en dichos registros es automática (después de un proceso de verificación de las informaciones proporcionadas), sin costos de inscripción ni trato diferente para los extranjeros.  A partir del 17 de abril de 2006, para importar, todo agente económico debe presentar mensualmente ante la DGA la prueba de solvencia fiscal extendida por la Dirección General de Ingresos;  antes esta última se adjuntaba en las declaraciones aduaneras.
  Un proyecto de integración del RUC y el registro de la DGA está en marcha.

14. El despacho de las importaciones comerciales se lleva a cabo sobre la base de los documentos siguientes: la declaración aduanera;  la factura comercial;  la declaración de valor
;  la factura de flete;  los documentos de transporte;  el certificado de seguro;  y, cuando proceda, el certificado de origen, el certificado fitosanitario, o la prueba del registro (por ejemplo, en el Ministerio de Salud).  La importación de todos los vehículos automotores usados está sujeta al requisito de presentación del certificado de fabricación o refracción del vehículo y la tramitación del correspondiente certificado de emisión de gases.  Las importaciones procedentes de otros países miembros del MCCA están exentas del requisito de presentar una factura comercial, una declaración de valor y un certificado de origen.  Nicaragua no cuenta con un sistema de presentación previa de manifiestos de carga.

15. En general, para el despacho de aduana de las importaciones se requiere la intervención de un agente aduanero autorizado;  su intervención no es necesaria, entre otros, en los siguientes casos:  despacho del equipaje de pasajeros;  importación de mercancías ajenas al equipaje de pasajeros por un valor inferior a CA$2.000 (pesos centroamericanos)
;  e importaciones de empresas de paquetería y mensajería, cuyo valor sea igual o inferior a CA$1.000.  Las personas naturales que soliciten la autorización para actuar como agentes aduaneros, deben tener la nacionalidad de cualquiera de los Estados suscriptores del Tercer Protocolo al CAUCA IV;  también deben realizar un examen psicométrico y un examen de competencia.
  El costo de acreditación (indefinida) es de 200 dólares EE.UU. por agencia aduanera y 5 dólares EE.UU. por agente aduanero.  Los agentes aduaneros deben rendir una garantía bancaria anual (renovable), en función del monto c.i.f. declarado ante la Dirección General de Servicios Aduaneros en el año anterior de operaciones (cuadro III.1).

Cuadro III.1
Estructura de las garantías bancarias exigidas de los agentes aduaneros, 2012

(Anual)

	Declaraciones de importación (monto total del año anterior )
	Monto de la garantía bancaria

	hasta CA$10.000.000
	CA$20.000

	CA$10.000.001 - CA$20.000.000
	CA$30.000

	CA$20.000.001 - CA$30.000.000
	CA$40.000

	desde CA$30.000.001
	CA$50.000


Fuente:
Acuerdo Ministerial No 40-2006 del Ministerio de Hacienda y Crédito Público. Consultado en:  http://www.dga.gob.ni/circulares/2006/CT-136-2006 AM-040-2006 Garantias Agentes Aduaneros.pdf.

16. Nicaragua ha adoptado el sistema aduanero automatizado (SIDUNEA), desarrollado por la UNCTAD para informatizar los procedimientos de despacho aduanero.  En 2009, se inició la migración hacia la versión más reciente del sistema, SIDUNEA World, lo que prepara el terreno para automatizar la mayoría de los procesos aduaneros y mejora enormemente el acceso.
  Actualmente, el 100 por ciento del comercio exterior de Nicaragua está gestionado en el SIDUNEA World;  la versión anterior, SIDUNEA++, permanece activa sólo para realizar operaciones complementarias a las transacciones ya registradas en ella.  Los Servicios Aduaneros de la región centroamericana, incluido el de Nicaragua, han iniciado la implementación de mecanismos para el intercambio electrónico de los datos del Formulario Aduanero Único Centroamericano (FAUCA) a efectos de facilitar y simplificar los procedimientos para el despacho aduanero de las mercancías originarias de los países centroamericanos.
  Cualquiera que sea el origen de las mercancías, los importadores pueden solicitar de la DGA resoluciones anticipadas en materia de clasificación arancelaria. 

17. La DGA puede someter la mercancía importada a revisiones físicas o documentales en función de su nivel de riesgo.  El sistema de evaluación de riesgo está basado en reglas fijas, así como modelos probabilísticos y aleatorios.  Los principales criterios de selectividad:  origen, valor, nuevos importadores, salud y seguridad pública (armas, precursores), y sanidad animal y vegetal;  dichos criterios son revisados mensualmente.  El sistema de evaluación de riesgo está en funcionamiento en todas las delegaciones de aduana del país.  Los canales de selectividad son:  verde (sin reconocimiento), amarillo (reconocimiento documental) y rojo (reconocimiento físico).  Un resumen del reparto de las declaraciones en cada canal se presenta en el cuadro III.2.  

Cuadro III.2
Evolución de las declaraciones aduaneras y su reparto por canal de selectividad, 2008-2012

	
	2008
	2009
	2010
	2011
	2012a

	Total declaraciones
	194.426
	174.252
	190.507
	193.813
	108.868

	
	(%)

	Canal verde
	82,2
	74,9
	68,9
	67
	69,6

	Canal rojo
	16,1
	16,8
	20
	22,3
	20,4

	Canal amarillo
	1,7
	8,3
	11,2
	10,7
	9,9


a
Hasta el 31 de julio.
Fuente:
Acuerdo Ministerial No 40-2006 del Ministerio de Hacienda y Crédito Público.
18. El mecanismo de recurso contra las decisiones de la DGA se establece en el artículo 127 del CAUCA y los artículos 623 al 629 del RECAUCA.  Un recurso de revisión puede interponerse, dentro del plazo de diez días, ante la autoridad superior del Servicio Aduanero;  esta última debe resolver el expediente administrativo dentro del plazo de 20 días siguientes a su recepción.  Dentro del plazo de diez días siguientes a la notificación de la resolución, un recurso de apelación puede ser presentado ante la misma autoridad, la cual se limitará a elevar las actuaciones al Tribunal Aduanero dentro de tres días.  La resolución del Tribunal Aduanero debe producirse en un plazo de 30 días contados a partir del día siguiente al de la recepción del recurso.  Toda resolución que se emita dentro de la tramitación de los recursos, debe notificarse al recurrente;  la notificación puede realizarse en forma electrónica.  Según la DGA, los principales casos contenciosos se refieren a la valoración de vehículos usados y mercancías provenientes de China, y a clasificación arancelaria.

19. Según datos del Banco Mundial, el tiempo necesario para importar mercancías ha pasado de 37 días en 2006 a 23 días en 2012.
  De estos 23 días, siete corresponden al despacho en aduana.  Nicaragua ocupa el puesto 83 entre 183 economías en cuanto a facilidad y costo para completar los trámites de importación y exportación. 

ii) Valoración en aduana 

20. La legislación sobre valoración en aduana vigente en Nicaragua está constituida por el Acuerdo relativo a la aplicación del Artículo VII del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994, y las disposiciones establecidas en el Código Aduanero Uniforme Centroamericano (CAUCA IV) y su reglamento (RECAUCA IV).
  En principio, el primer método de valoración es el del valor de transacción de las mercancías importadas;  en caso necesario, la utilización de otros métodos sigue la jerarquía dispuesta en el Acuerdo sobre Valoración en Aduana de la OMC.  La inversión de los métodos de valoración previstos en los artículos 5 y 6 de dicho Acuerdo no es automática;  la solicitud del importador debe ser aceptada por el Servicio Aduanero.
21. Nicaragua percibe los derechos de aduana sobre el valor c.i.f. de las importaciones, calculado como la suma de todos los costos hasta el punto de entrada a su territorio aduanero.  A falta de pruebas documentales satisfactorias de cualquiera de los gastos de transporte, manipulación, o seguro, se adiciona un monto conforme a las tarifas normalmente aplicables según el Servicio Aduanero.  Las tablas de referencia elaboradas con este fin no han sido actualizadas desde hace seis años.  

22. Las autoridades afirman que no se aplican valores mínimos a ninguna mercancía;  la DGA mantiene una base de datos de precios, a efectos de llevar a cabo investigaciones sobre los valores declarados por los importadores.  Cuando sea necesario demorar la determinación definitiva del valor en aduana de las mercancías, el RECAUCA IV ofrece la posibilidad de solicitar el levante, previa constitución de garantía.
  El monto de la garantía debe cubrir el monto de los derechos arancelarios y demás impuestos, determinados sobre la base de los valores en que sustente la duda razonable.

iii) Normas de origen 

23. En 1996, Nicaragua notificó a la OMC que no aplica normas de origen no preferenciales
;  no se ha presentado ninguna notificación o aclaración al respecto desde entonces.  Varias normas de origen preferenciales se aplican en el marco de los acuerdos comerciales en los que Nicaragua participa (cuadro III.3).  La mayoría de estos acuerdos han sido notificados a la OMC;  sus presentaciones fácticas contienen detalles sobre dichas normas.
  

24. Además de instaurar disciplinas generales para la determinación del origen, todos los acuerdos de comercio preferencial de Nicaragua establecen normas específicas.  Las mercancías que no han sido obtenidas en su totalidad o producidas enteramente en el territorio de alguno de los países signatarios deben satisfacer ciertos criterios de transformación sustancial, basados mayoritariamente en el cambio de clasificación arancelaria.  Las normas de origen preferenciales también establecen criterios de contenido de valor regional, los cuales son aplicados por separado o en combinación con el criterio de cambios en la clasificación arancelaria.  El trato arancelario preferencial está condicionado a la presentación de un certificado de origen, excepto en el caso del MCCA (véase la sección i) supra).

Cuadro III.3
Panorama general de las normas de origen preferenciales, 2012

	
	Normas específicas
	Criterios
	Principales disposiciones de toleranciab
	Acumulación cruzadac

	
	
	CCAa
	Valor del contenido regional
	
	

	CAFTA-DR
	Sí
	Sí
	35%, 45% o 50%, dependiendo del método de cálculo;  se aplican otros umbrales a determinados productos
	10% del valor o, cuando se trata de textiles y confecciones, del peso de fibras o hilados 
	Se permite la acumulación con México respecto de ciertos productos textiles para la producción de prendas de vestir del capítulo SA 62

	MCCA
	Sí
	Sí
	30%
	10% del valor o, cuando se trata de textiles y confecciones, del peso de fibras o hilados 
	No

	México
	Sí
	Sí
	41,66% (costo neto) o 50% (valor de transacción)
	7% del valor o, cuando se trata de textiles y confecciones, del peso de fibras o hilados 
	Se permite la acumulación con los Estados Unidos respecto de ciertos productos textiles para la producción de prendas de vestir del capítulo SA 62

	Panamá
	Sí
	Sí
	30%
	10% del valor o, cuando se trata de textiles y confecciones, del peso de fibras o hilados 
	No

	República Dominicana
	Sí
	Sí
	Ninguno
	7% del valor o, cuando se trata de textiles y confecciones, del peso de fibras o hilados 
	No

	Taipei Chino
	Sí
	Sí
	35% a 45%
	10% del valor de la mercancía (norma de minimis)
	No


a
Cambio en la clasificación arancelaria.

b
Se refiere a los límites permitidos para el uso de materiales provenientes de países no beneficiarios, que de otro modo no se aceptarían.

c
Se refiere a la existencia de disposiciones según los cuales se consideran originarios los insumos provenientes de países no beneficiarios que no son partes en el Acuerdo.

Fuente:
Secretaría de la OMC sobre la base de los acuerdos comerciales vigentes en Nicaragua.

iv) Aranceles 

25. Los derechos arancelarios representaron el 4 por ciento de la recaudación total y el 4,4 por ciento de los ingresos tributarios de Nicaragua en 2011, frente al 4,9 y 5,3 por ciento en 2007 (cuadro III.4).  El IVA sigue siendo la principal fuente de ingresos fiscales.

Cuadro III.4
Estructura de la recaudación tributaria, 2007-2012

(%)

	
	2007
	2008
	2009
	2010
	2011
	2012a

	Recaudación total 
	100
	100
	100
	100
	100
	100

	  Ingresos tributarios 
	91,9
	92,3
	92,7
	92,6
	90,9
	90

	        Impuesto sobre la Renta 
	27,9
	29,8
	33
	30,8
	32,4
	34

	Cuadro III.4 (continuación)

	        Impuesto al Valor Agregado 
	39
	38,4
	37,3
	37,5
	36,8
	36

	        Impuesto Selectivo al Consumo 
	19,9
	19,2
	18,5
	20,1
	17,4
	16

	        Derecho arancelario a la importación 
	4,9
	4,7
	3,7
	4
	4
	4

	        Otros ingresos tributarios 
	0,2
	0,2
	0,3
	0,2
	0,2
	0


a
Hasta julio 2012.

Fuente:
Dirección General de Ingresos.
b) Estructura arancelaria

26. Nicaragua formula su política arancelaria en el marco del MCCA y aplica el Arancel Centroamericano de Importación, constituido por el Sistema Arancelario Centroamericano (SAC) y los correspondientes Derechos Arancelarios a la Importación (DAI).  El SAC se basa actualmente en la versión de 2012 del Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías (SA).
  La gama de derechos arancelarios aplicados, enteramente ad valorem, comprende cuatro tipos básicos:  0, 5, 10 y 15 por ciento.  Los países miembros del MCCA pueden aplicar tipos distintos, que deben ser aprobados por el Consejo de Ministros de Integración Económica.  A fines de 2011, los tipos desarmonizados se referían al 4,3 por ciento de las líneas arancelarias del SAC. 

27. Nicaragua otorga como mínimo trato arancelario NMF a los Miembros de la OMC.  A partir de julio de 2003, las importaciones de arroz originarias de países no Miembros de la OMC están gravadas con un derecho arancelario del 72 por ciento, frente a tipos NMF del 60 y 45 por ciento.
  Nicaragua no ha realizado importaciones de arroz de países no Miembros de la OMC desde 2003.

28. El arancel aplicado de Nicaragua abarca 7.359 líneas;  todos sus tipos son ad valorem.  El 46,4 por ciento de las líneas arancelarias están libres de derechos, frente al 46,8 por ciento en 2005 (cuadro III.5).  El promedio de las líneas con tipos mayores a cero pasó del 10,9 por ciento en 2005 al 11,6 por ciento en 2012.  Nicaragua no aplica aranceles estacionales o variables;  se mantienen contingentes arancelarios tanto a nivel bilateral como multilateral (capítulo IV 2)).

Cuadro III.5
Estructura de los aranceles NMF, 2005 y 2012

(Porcentaje)

	
	2005
	2012

	Total del número de líneas
	6.528
	7.359

	Aranceles no ad valorem (% de las líneas arancelarias)
	0,0
	0,0

	Contingentes arancelarios (% de las líneas arancelarias)
	0,2
	0,1

	Líneas arancelarias exentas de derechos (% de las líneas arancelarias)
	46,8
	46,4

	Promedio de las líneas mayores a cero (%)
	10,9
	11,6

	Promedio aritmético
	5,8
	6,2

	   Productos agropecuarios
	11,4
	11,8

	   Productos no agropecuarios (excluido el petróleo)
	4,8
	5,2

	Cuadro III.5 (continuación)

	   Agricultura, caza, silvicultura y pesca (CIIU 1)
	8,5
	8,4

	   Explotación de minas (CIIU 2)
	2,2
	1,8

	   Industrias manufactureras (CIIU 3)
	5,7
	6,1

	   Materias primas
	6,8
	7,2

	   Productos semielaborados
	3,2
	3,8

	   Productos acabados
	7,1
	7,4

	"Crestas" arancelarias nacionales (% de las líneas arancelarias)a
	0,9
	1,3

	"Crestas" arancelarias internacionales (% de las líneas arancelarias)b
	0,9
	1,3

	Tipos "de puro estorbo" aplicados (% de las líneas arancelarias)c
	0,0
	0,0

	Líneas arancelarias consolidadas (% de las líneas arancelarias)
	100,0
	100,0


a
Las crestas arancelarias nacionales se definen como los tipos que superan tres veces el promedio simple global de los tipos aplicados.

b
Las crestas arancelarias internacionales se definen como los tipos superiores al 15 por ciento.

c
Los tipos "de puro estorbo" son los superiores a 0 pero inferiores o iguales al 2 por ciento.

Fuente:
Estimaciones de la Secretaría de la OMC, basadas en datos proporcionados por las autoridades de Nicaragua.
29. El tipo medio del 11,8 por ciento que grava los productos agrícolas (definición OMC) es más del doble de la media correspondiente a los productos no agrícolas y no petroleros (5,2 por ciento).  Conforme a la definición de la CIIU (revisión 2), la agricultura sigue siendo el sector más protegido con un arancel medio del 8,4 por ciento, seguida del sector manufacturero (6,1 por ciento) y del sector minero (1,8 por ciento).  El coeficiente de variación de 1,3 (cuadro III.6) indica una dispersión importante de los tipos arancelarios, con tipos que van del 0 al 164 por ciento (gráfico III.1).  Entre los tipos distintos de cero, el 15 por ciento grava más frecuentemente los productos agropecuarios y manufacturados;  la mayoría de los productos de la minería están sujetos a un tipo del 5 por ciento (gráfico III.2). 
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Gráfico III.1

Distribución por frecuencia de los tipos arancelarios NMF, 2012
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El número total de las líneas ad valorem es 7.359.

Cálculos de la Secretaría de la OMC, basados en datos facilitados por las autoridades de Nicaragua.
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Distribución de los aranceles NMF por sectores de la CIIU
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30. El arancel nicaragüense presenta una progresividad mixta (cuadro III.6):  el tipo medio aplicado a los productos semielaborados es inferior al de las materias primas, mientras que los productos acabados están sujetos al tipo medio aplicado más alto.  Esta estructura arancelaria no favorece la diversificación de la actividad económica mediante la adición de valor en la etapa de la semielaboración, lo que justifica presiones para el otorgamiento de varias concesiones arancelarias y fiscales.  Tales concesiones aumentan la progresividad arancelaria y, por lo tanto, la protección efectiva de determinadas actividades y empresas.

Cuadro III.6
Análisis recapitulativo del arancel NMF, 2012

	
	NMF
	Arancel

consolidado

promedioa
(%)

	
	Numero

de líneas
	Promedio

(%)
	Intervalo

(%)
	Coeficiente

de variación

(CV)
	

	
	
	
	
	
	

	Designación de los productos
	
	
	
	
	

	Total
	7,359
	6.2
	0 - 164
	1.3
	40.7

	SA 01-24
	1,354
	12.3
	0 - 164
	1.0
	43.3

	SA 25-97
	6,005
	4.8
	0 - 15
	1.2
	40.3

	Por categorías de la OMC
	
	
	
	
	

	Productos agropecuarios
	1,157
	11.8
	0 - 164
	1.2
	43.5

	 - Animales y productos de origen animal
	178
	19.6
	0 - 164
	1.2
	50.3

	 - Productos lácteos
	44
	25.1
	0 - 60
	0.7
	65.7

	 - Frutas, legumbres y hortalizas
	303
	11.8
	0 - 30
	0.5
	40.4

	 - Café y té
	31
	13.1
	0 - 15
	0.3
	40.0

	 - Cereales y preparaciones
	141
	9.6
	0 - 60
	1.2
	42.6

	 - Semillas oleaginosas, grasas y aceites y sus productos
	139
	7.2
	0 - 15
	0.8
	42.0

	 - Azúcar y confitería
	22
	30.9
	0 - 55
	0.7
	55.0

	 - Bebidas, líquidos alcohólicos y tabaco
	85
	12.9
	0 - 40
	0.7
	45.8

	 - Algodón
	5
	0.0
	0 - 0
	..
	40.0

	 - Los demás productos agropecuarios n.e.p.
	209
	4.2
	0 - 15
	1.2
	40.0

	Productos no agropecuarios (incluido el petróleo)
	6,202
	5.2
	0 - 15
	1.1
	40.3

	 - Productos no agropecuarios (excluido el petróleo)
	6,167
	5.2
	0 - 15
	1.1
	40.3

	    - Pescado y productos de pescado
	290
	11.6
	0 - 15
	0.4
	40.0

	    - Productos minerales y metales
	1,107
	3.4
	0 - 15
	1.5
	40.1

	    - Productos químicos y productos fotográficos
	1,333
	2.5
	0 - 15
	1.8
	40.0

	    - Madera, pasta de madera, papel y muebles
	478
	6.2
	0 - 15
	0.9
	40.0

	    - Textiles
	708
	8.1
	0 - 15
	0.6
	41.4

	    - Vestido
	236
	14.8
	0 - 15
	0.1
	60.0

	    - Cuero, caucho, calzado y artículos de viaje
	224
	7.3
	0 - 15
	0.8
	41.9

	    - Maquinaria no eléctrica
	604
	1.5
	0 - 15
	2.7
	37.3

	    - Maquinaria eléctrica
	343
	3.6
	0 - 15
	1.7
	30.5

	    - Equipo de transporte
	301
	6.1
	0 - 15
	0.7
	45.2

	    - Productos no agropecuarios n.e.p.
	543
	6.9
	0 - 15
	1.0
	36.7

	 - Petróleo
	35
	4.4
	0 - 15
	1.1
	40.0

	Por sectores de la CIIUb
	
	
	
	
	

	Agricultura y pesca
	523
	8.3
	0 - 45
	0.8
	41.1

	Explotación de minas
	113
	1.8
	0 - 15
	1.9
	40.0

	Industrias manufactureras
	6,722
	6.1
	0 - 164
	1.3
	40.7

	Por secciones del SA
	
	
	
	
	

	  01  Animales vivos y productos del reino animal
	485
	15.2
	0 - 164
	1.1
	46.8
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	  02  Productos del reino vegetal
	441
	9.4
	0 - 60
	0.9
	41.2

	  03  Grasa y aceites
	85
	9.9
	0 - 15
	0.6
	42.6

	  04  Preparaciones alimenticias, etc.
	343
	12.8
	0 - 55
	0.8
	42.7

	  05  Productos minerales
	197
	2.8
	0 - 15
	1.5
	40.6

	  06  Productos de las ind. químicas y de las ind. conexas
	1,174
	2.1
	0 - 15
	2.1
	40.0

	  07  Plástico y caucho
	360
	4.6
	0 - 15
	1.0
	40.0

	  08  Pieles y cueros
	111
	8.1
	0 - 15
	0.7
	40.0

	  09  Madera y manufacturas de madera
	141
	7.9
	0 - 15
	0.6
	40.0

	  10  Pasta de madera, papel, etc.
	312
	5.0
	0 - 15
	1.1
	40.0

	  11  Materias textiles y sus manufacturas
	926
	9.6
	0 - 15
	0.5
	46.5

	  12  Calzado, sombreros y demás tocados
	65
	12.8
	0 - 15
	0.3
	47.0

	  13  Manufacturas de piedra
	176
	6.3
	0 - 15
	1.1
	39.9

	  14  Piedras preciosas, etc.
	54
	6.9
	0 - 15
	0.8
	40.0

	  15  Metales comunes y sus manufacturas
	713
	2.9
	0 - 15
	1.6
	40.0

	  16  Máquinas y aparatos
	996
	2.5
	0 - 15
	2.1
	34.6

	  17  Material de transporte
	314
	6.0
	0 - 15
	0.7
	44.8

	  18  Instrumentos de precisión
	243
	3.7
	0 - 15
	1.5
	35.6

	  19  Armas y municiones
	21
	12.6
	5 - 15
	0.3
	40.0

	  20  Manufacturas diversas
	193
	10.1
	0 - 15
	0.6
	40.0

	  21  Objetos de arte, etc.
	9
	7.8
	5 - 10
	0.3
	40.0

	Por etapas de elaboración
	
	
	
	
	

	Primera etapa de elaboración
	948
	7.2
	0 - 60
	1.1
	41.0

	Productos semielaborados
	2,377
	3.8
	0 - 55
	1.5
	40.3

	Productos totalmente elaborados
	4,034
	7.4
	0 - 164
	1.2
	40.9


a
Las consolidaciones se proporcionan en la clasificación SA96 y los tipos aplicados en SA2012;  por consiguiente pueden existir diferencias entre el número de líneas que se incluyen en el análisis.

b
CIIU (Rev.2), con exclusión de la electricidad (una línea).

Fuente:
Estimaciones de la Secretaría de la OMC, basadas en datos facilitados por las autoridades de Nicaragua.
b)
Consolidaciones arancelarias

31. Nicaragua consolidó todo su arancel en 13 tipos de entre el 0 y el 200 por ciento.  Alrededor del 89 por ciento de las líneas arancelarias están consolidadas en un tipo máximo del 40 por ciento, tras una reducción gradual a partir de un tipo máximo del 60 por ciento que se realizó plenamente a principios de 2004;  las excepciones al techo consolidado del 40 por ciento se pueden consultar en el informe de su anterior Examen.
  En su lista de concesiones arancelarias, Nicaragua dejó en blanco la columna correspondiente a los demás derechos y cargas, lo cual es equivalente a una consolidación a un tipo del cero por ciento.  La Secretaría no identificó ninguna línea arancelaria con un tipo aplicado superior a su respectivo tipo consolidado;  dichos tipos son iguales en 79 líneas.

c)
Admisión en condiciones de favor

32. Durante el período objeto de examen, Nicaragua otorgaba reducciones o exenciones de los derechos arancelarios e impuestos internos a la importación de varios productos.  Las autoridades estiman que el valor anual de los derechos arancelarios no cobrados oscilaba entre el 0,3 y 0,4 por ciento del PIB durante 2006-2010.
 

33. Las importaciones que se hacen en régimen de franquicia arancelaria abarcan: materias primas, bienes intermedios y bienes de capital destinados al sector agropecuario, la pequeña industria artesanal y la pesca artesanal
;  el petróleo crudo, parcialmente refinado o reconstituido y ciertos derivados del petróleo (sujetos a un impuesto único, llamado conglobado);  maquinaria, equipo, material e insumos destinados a la generación, transmisión y distribución de energía eléctrica (por un período de tres años a partir del otorgamiento de la licencia de concesión);  las importaciones relacionadas con la construcción de hoteles y centros de esparcimiento;  aparatos ortopédicos, medicamentos y vacunas para uso humano, así como insumos y materias primas utilizados para su producción;  material, equipo, muebles, utensilios y maquinaria para la construcción y explotación de centros hospitalarios y sus anexos;  material relacionado con las actividades de ciertas instituciones de enseñanza y de interés público;  papel, maquinaria y equipo para los medios de comunicación social (prensa, difusión);  libros, diarios, revistas, material escolar y científico;  maquinaria y equipo, asfalto y vehículos adquiridos por las autoridades municipales para la construcción, mantenimiento y limpieza de la red vial;  y los vehículos y equipo para transporte público importados por las cooperativas de transporte.  

34. En el período objeto de examen, Nicaragua también aplicó varias reducciones transitorias de los Derechos Arancelarios a la Importación (DAI), diseñadas principalmente para asegurar el suministro de bienes básicos de consumo independientemente de su origen.  Se redujeron a cero por ciento los DAI sobre:  frijoles, harina de trigo o de morcajo
, preparaciones alimenticias (elaboradas a base de soya, granos de avena y de cebada), pastas alimenticias (sin cocer, rellenar ni preparar de otra forma), aceite en bruto (de soja, de cacahuate, de oliva, de palma, de algodón, de girasol, de copra, de almendra de palma, y de maíz)
, desodorante, lámparas, cepillo de dientes, sardinas, sopas preparadas, jabón de tocador, láminas de zinc-aluminio, cera vegetal, así como guantes y mascarillas utilizados en las labores de prevención de la influenza AH1N1.  Además, se redujo a 5 por ciento el DAI que grava las importaciones de aceites comestibles.  La mayoría de estas reducciones arancelarias se prorrogaron hasta el 31 de diciembre de 2012. 

d)
Preferencias

35. Nicaragua otorga preferencias arancelarias en virtud de tratados de libre comercio que ha suscrito de forma bilateral o como parte del MCCA;  las disposiciones de dichos tratados varían en cuanto al nivel del trato arancelario preferencial y en los requisitos de origen pertinentes (véase la sección iii) supra).  Actualmente, Nicaragua tiene vigentes dos esquemas preferenciales con la República Dominicana (el TLC Centroamérica - República Dominicana y el TLC Centroamérica – Estados Unidos de América – República Dominicana (CAFTA-DR));  los importadores pueden elegir libremente entre estos dos esquemas.  
36. La parte de las mercancías importadas en condiciones preferenciales en las importaciones totales de Nicaragua ha disminuido durante 2006-2011 (cuadro III.7), aunque estas últimas han aumentado en volumen.  Según las autoridades, esta tendencia refleja el dinamismo de las importaciones de bienes de capital y materias primas para los cuales el arancel NMF vigente es de cero por ciento.

Cuadro III.7
Evolución del comercio preferencial de Nicaragua, 2006-2011

(En millones de $EE.UU. y porcentaje)

	
	2006
	2007
	2008
	2009
	2010
	2011

	Importaciones totales (millones de $EE.UU.)
	3.002
	3.626
	4.345
	3.425
	4.190
	5.049

	Importaciones NMF (%)
	42,8
	41,6
	47,7
	48,0
	49,4
	50,0

	Importaciones preferenciales (%)
	57,2
	58,4
	52,3
	52,0
	50,6
	50,0


Fuente:
Estimaciones de la Secretaría de la OMC, basadas en datos facilitados por las autoridades de Nicaragua.
37. La gran mayoría de los productos originarios de los demás miembros del MCCA (Costa Rica, El Salvador, Guatemala y Honduras) están sujetos a un tipo arancelario del cero por ciento;  todavía siguen aplicándose los tipos NMF al café sin tostar y al azúcar de caña proveniente de cualquiera de estos países y al café tostado proveniente de Costa Rica. 

38. El promedio de los aranceles aplicados por Nicaragua en el marco de los demás acuerdos preferenciales oscila entre el 0,3 por ciento (México) y el 2,8 por ciento (Taipei Chino) (cuadro III.8).  De igual forma, la proporción de las líneas libres de derechos en el universo arancelario aplicado a cada uno de estos socios comerciales fluctúa entre el 62,6 por ciento (Taipei Chino) y el 96,6 por ciento (México). 

Cuadro III.8
Análisis recapitulativo de los aranceles preferenciales, 2012

	
	MFN
	México
	Taipei Chino
	Panamá
	CAFTA

EE.UU.
	CAFTA

Rep. Dominicana
	Rep.

Dominicana

	Designación de los productos
	
	
	
	
	
	
	

	Total
	6,2
	0,3
	2,8
	1,4
	1,1
	1,3
	1,3

	SA 01-24
	12,3
	0,6
	6,0
	3,9
	3,4
	4,1
	2,6

	SA 25-97
	4,8
	0,2
	2,1
	0,9
	0,6
	0,6
	1,0

	Por categorías de la OMC
	
	
	
	
	
	
	

	Productos agropecuarios
	11,8
	0,8
	5,8
	4,5
	4,0
	4,9
	3,0

	 - Animales y productos de origen animal
	19,6
	0,0
	10,4
	12,8
	6,2
	7,3
	5,7

	 - Productos lácteos
	25,1
	0,2
	16,5
	8,2
	23,3
	23,3
	8,2

	 - Frutas, legumbres y hortalizas
	11,8
	0,2
	5,1
	1,0
	1,7
	2,0
	0,8

	 - Café y té
	13,1
	4,2
	4,5
	5,6
	4,4
	6,0
	3,7

	 - Cereales y preparaciones
	9,6
	0,3
	5,1
	4,2
	4,5
	4,6
	2,1

	 - Semillas oleaginosas, grasas y aceites y sus productos
	7,2
	0,0
	2,9
	5,3
	2,5
	4,2
	4,9

	 - Azúcar y confitería
	30,9
	28,2
	25,4
	23,9
	16,1
	23,1
	12,5

	 - Bebidas, líquidos alcohólicos y tabaco
	12,9
	0,0
	7,0
	2,8
	4,9
	7,9
	6,0

	 - Algodón
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0

	 - Los demás productos agropecuarios n.e.p.
	4,2
	0,0
	1,2
	0,0
	0,4
	0,4
	0,0

	Productos no agropecuarios (incluido el petróleo)
	5,2
	0,2
	2,2
	0,9
	0,6
	0,6
	0,9
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	 - Productos no agropecuarios (excluido el petróleo)
	5,2
	0,2
	2,2
	0,9
	0,6
	0,6
	0,9

	    - Pescado y productos de pescado
	11,6
	0,0
	4,8
	0,2
	0,0
	0,0
	0,0

	    - Productos minerales y metales
	3,4
	0,0
	1,1
	0,1
	0,5
	0,5
	0,3

	    - Productos químicos y productos fotográficos
	2,5
	0,0
	0,7
	0,1
	0,3
	0,3
	0,0

	    - Madera, pasta de madera, papel y muebles
	6,2
	0,0
	1,9
	0,3
	1,0
	1,0
	0,0

	    - Textiles
	8,1
	1,5
	2,6
	1,2
	0,1
	0,1
	2,4

	    - Vestido
	14,8
	0,0
	13,7
	11,9
	0,0
	0,0
	14,7

	    - Cuero, caucho, calzado y artículos de viaje
	7,3
	0,0
	2,9
	0,0
	1,3
	1,3
	0,0

	    - Maquinaria no eléctrica
	1,5
	0,0
	0,6
	0,0
	0,3
	0,3
	0,0

	    - Maquinaria eléctrica
	3,6
	0,0
	1,5
	0,0
	0,5
	0,5
	0,0

	    - Equipo de transporte
	6,1
	0,1
	2,6
	3,8
	2,1
	2,1
	0,0

	    - Productos no agropecuarios n.e.p.
	6,9
	0,0
	3,4
	0,2
	1,4
	1,4
	0,2

	 - Petróleo
	4,4
	0,0
	0,4
	0,0
	1,3
	3,7
	4,4

	Por sectores de la CIIUa
	
	
	
	
	
	
	

	Agricultura y pesca
	8,3
	0,3
	3,4
	0,7
	1,3
	1,4
	0,4

	Explotación de minas
	1,8
	0,0
	0,2
	0,1
	0,2
	0,2
	0,1

	Industrias manufactureras
	6,1
	0,3
	2,8
	1,5
	1,1
	1,3
	1,3

	Por secciones del SA
	
	
	
	
	
	
	

	  01  Animales vivos y productos del reino animal
	15,2
	0,0
	7,6
	5,8
	4,2
	4,6
	2,8

	  02  Productos del reino vegetal
	9,4
	0,6
	4,2
	1,6
	2,0
	2,4
	1,5

	  03  Grasa y aceites
	9,9
	0,0
	4,6
	8,6
	3,9
	6,8
	8,0

	  04  Preparaciones alimenticias, etc.
	12,8
	1,8
	6,2
	2,9
	3,9
	5,1
	2,3

	  05  Productos minerales
	2,8
	0,0
	0,3
	0,2
	0,4
	0,9
	0,9

	  06  Productos de las ind. químicas y de las ind. conexas
	2,1
	0,0
	0,5
	0,1
	0,3
	0,3
	0,0

	  07  Plástico y caucho
	4,6
	0,0
	1,2
	0,0
	0,5
	0,5
	0,0

	  08  Pieles y cueros
	8,1
	0,0
	2,9
	0,0
	1,0
	1,0
	0,0

	  09  Madera y manufacturas de madera
	7,9
	0,0
	2,3
	0,0
	1,4
	1,4
	0,0

	  10  Pasta de madera, papel, etc.
	5,0
	0,0
	1,0
	0,3
	0,6
	0,6
	0,0

	  11  Materias textiles y sus manufacturas
	9,6
	1,1
	5,3
	3,9
	0,0
	0,0
	5,6

	  12  Calzado, sombreros y demás tocados
	12,8
	0,0
	9,5
	0,2
	3,4
	3,4
	0,0

	  13  Manufacturas de piedra
	6,3
	0,0
	1,9
	0,0
	1,0
	1,0
	0,0

	  14  Piedras preciosas, etc.
	6,9
	0,0
	2,4
	0,0
	1,0
	1,0
	5,4

	  15  Metales comunes y sus manufacturas
	2,9
	0,0
	1,0
	0,0
	0,5
	0,5
	0,0

	  16  Máquinas y aparatos
	2,5
	0,0
	1,0
	0,0
	0,4
	0,4
	0,0

	  17  Material de transporte
	6,0
	0,1
	2,6
	3,7
	2,1
	2,1
	0,0

	  18  Instrumentos de precisión
	3,7
	0,0
	1,8
	0,0
	0,7
	0,7
	0,0

	  19  Armas y municiones
	12,6
	0,0
	6,3
	0,0
	3,5
	3,5
	0,0

	  20  Manufacturas diversas
	10,1
	0,0
	6,2
	0,8
	2,1
	2,1
	0,5

	  21  Objetos de arte, etc.
	7,8
	0,0
	2,5
	0,6
	0,0
	0,0
	0,0

	Por etapas de elaboración
	
	
	
	
	
	
	

	Primera etapa de elaboración
	7,2
	0,3
	3,1
	0,9
	1,2
	1,3
	0,8

	Productos semielaborados
	3,8
	0,7
	1,0
	0,3
	0,3
	0,4
	0,5

	Productos totalmente elaborados
	7,4
	0,0
	3,7
	2,2
	1,6
	1,7
	1,8


a
CIIU (Rev.2), con exclusión de la electricidad (una línea).

Fuente:
Estimaciones de la Secretaría de la OMC, basadas en datos facilitados por las autoridades de Nicaragua.
v) Otras cargas que afectan a las importaciones 

39. Nicaragua aplica un IVA del 15 por ciento sobre el suministro de bienes y servicios, incluida su importación;  las exportaciones están sujetas al IVA a un tipo del cero por ciento.  Para calcular el IVA, la base imponible de las importaciones es el valor c.i.f. aumentado con los derechos e impuestos de todo tipo (incluido el Impuesto Selectivo de Consumo, cuando proceda), con excepción del propio IVA.  El IVA se aplica a los productos fabricados localmente en el momento de venta;  en este caso, la base imponible es el precio establecido en la factura, más toda cantidad por otros derechos e impuestos.

40. Las exenciones del IVA abarcan, entre otros, los siguientes productos:  (i) libros, folletos, revistas, materiales escolares y científicos, diarios y otras publicaciones periódicas, así como los insumos y las materias primas necesarias para la elaboración de estos productos;  (ii) medicamentos, vacunas y sueros de consumo humano, órtesis, prótesis e insumos, materia prima necesaria para la elaboración de estos productos;  (iii) papel, maquinaria y equipo y refacciones para los medios de comunicación social escritos, radiales y televisivos;  (iv) arroz, frijoles, azúcar, aceite comestible, café molido, tortilla, sal, grano de soya;  (v) maíz, sorgo, masa de maíz, harina de trigo y de maíz, pan simple, pan dulce tradicional, levaduras vivas para uso exclusivo en la fabricación del pan simple y pan dulce tradicional, pinol y pinolillo;  (vi) vegetales, las frutas frescas, legumbres y demás bienes agrícolas producidos en el país, no sometidos a procesos de transformación o envases, excepto flores o arreglos florales;  (vii) huevos, leche modificada, preparaciones para la alimentación de lactantes, leches maternizadas, leche íntegra y leche fluida;  (viii) queso artesanal nacional;  (ix) la producción nacional de papel higiénico, jabón de lavar, detergente, jabón de baño, pasta y cepillo dental, desodorante, escoba, fósforo, toalla sanitaria, y gas butano hasta de 25 libras;  (x) los animales vivos y pescados frescos, excepto los moluscos y crustáceos;  (xi) las carnes frescas, refrigeradas o congeladas de res y cerdo, sus vísceras, menudos y despojos, excepto lomos y filetes, vendidos por separado o como parte integral del animal
;  (xii) la producción nacional de pantalones, faldas, camisas, calzoncillos, calcetines, zapatos, chinelas y botas de hule, y botas de tipo militar con aparado de cuero y suela de hule para el campo, blusas, vestidos, calzones, sostenes, pantalones cortos para niños y niñas, camisolas, camisolines, camisetas, corpiños, pañales de tela, ropa de niños y niñas
;  (xiii) petróleo crudo o parcialmente refinado;  (xiv) melaza, alimento para ganado, aves de corral, animales de acuicultura en cualquier presentación;  (xv) productos veterinarios, vitaminas y premezclas vitamínicas para uso veterinario y los destinados a la sanidad vegetal;  (xvi) insecticidas, plaguicidas, fungicidas, herbicidas, defoliantes, abonos, fertilizantes, semillas y productos de biotecnología para uso agropecuario forestal;  (xvii) equipo e instrumental médico quirúrgico, odontológico y de diagnóstico para la medicina humana;  (xviii) suministro de energía y corriente eléctrica utilizada para riego en actividades agropecuarias;  (xix) materiales y materias primas intermedios incorporados físicamente en los bienes que conforman la canasta básica (53 bienes) que en su elaboración estén sujetos a un proceso de transformación industrial;  y (xx) los vehículos y equipo para transporte publico importados por las cooperativas de transporte. 
41. Con respecto a las importaciones, las mercancías sujetas a exención general del IVA representan alrededor del 8 por ciento de las líneas arancelarias de Nicaragua.  La Ley de Incentivos a la Industria Turística y la Ley de Justicia Tributaria y Comercial contienen disposiciones sobre exenciones específicas del IVA. 

42. Los siguientes servicios están exentos del IVA:  (i) los servicios de salud humana;  (ii) la prima originada por contrato de seguro contra riesgos agropecuarios y los obligatorios establecidos por ley
;  (iii) los espectáculos montados con deportistas no profesionales y los promovidos por entidades religiosas, siempre que el resultado de esas actividades esté destinado a cumplir con los fines por los cuales se han constituido;  (iv) el transporte interno, aéreo, terrestre lacustre, fluvial y marítimo;  (v) los servicios de enseñanza prestados por entidades y organizaciones cuya naturaleza principal sea educativa;  (vi) el suministro de energía y corriente eléctrica utilizada para el riego en actividades agropecuarias;  (vii) la facturación relacionada con el suministro de energía para el consumo doméstico, cuando sea menor o igual a 300 kW/h mensual
;  (viii) el suministro de agua potable, excepto el hielo y el agua envasada;  (ix) los intereses de préstamos otorgados por las instituciones financieras, y las asociaciones y fundaciones civiles con o sin fines de lucro, autorizadas, sujetas o no a la vigilancia de la Superintendencia de Bancos y de otras instituciones financieras;  (x) los contratos de construcción de viviendas de interés social de hasta 60m2;  (xi) el arrendamiento de inmuebles destinados a casa de habitación, a menos que éstos se proporcionen amueblados;  y  (xii) el arrendamiento de tierras, maquinaria o equipo para uso agropecuario, forestal o acuícola.
43. Según las autoridades, la mayoría de las exenciones del IVA se otorgan para objetivos sociales, así como para promover el desarrollo de las pequeñas y medianas empresas.  Las estimaciones disponibles para 2006-2010 atribuyan un gasto tributario anual entre el 0,8 y 1,2 por ciento del PIB al IVA no cobrado sobre las importaciones y entre el 5,9 y 8,9 por ciento del PIB al IVA no cobrado en el mercado nacional.
  
44. Nicaragua percibe un Impuesto Selectivo de Consumo (ISC) sobre a una serie de bienes de producción nacional e importados.  Las mercancías gravadas con este impuesto abarcan 1.033 líneas arancelarias (el 14 por ciento del universo arancelario).  Según la información proporcionada por las autoridades, el ISC consta de 22 tasas de entre el 2 por ciento y el 100 por ciento, así como de una tasa no ad valorem sobre los cigarrillos (gráfico III.3).
  Están sujetos al impuesto los fabricantes nacionales y los importadores de mercancías elegibles.  El ISC se aplica a las importaciones sobre el valor en aduana, más los derechos arancelarios y otros gastos de importación, salvo el IVA.  La base imponible de los productos nacionales es el precio de venta al detallista o, en el caso de bienes que no son de la industria fiscal, el precio de venta al mayorista o distribuidor.
  El ISC sobre los productos derivados del petróleo es un impuesto único ("conglobado") que sustituye a todos los demás impuestos y es recaudado en el momento de venta al detallista.
 
45. Las importaciones definitivas de mercancías también están sujetas a una comisión aduanera, la Tasa por Servicios a la Importación (TSIM), de 0,5 dólares EE.UU. por tonelada métrica o fracción.
  La ausencia de un umbral máximo para el monto que los comerciantes deben pagar en virtud de la TSIM sería difícil de conciliar con el costo real de los servicios prestados por la DGA.
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a  La escala de estas barras ha sido modificada para una mejor visibilidad de la distribución de frecuencias inferiores.

b  Tasa no ad valorem.

Fuente: Cálculos de la Secretaría de la OMC, basados en datos facilitados por las autoridades de Nicaragua.


vi) Prohibiciones, restricciones y licencias de importación 

46. Nicaragua prohíbe la importación de algunos productos por motivos esenciales de salud, de protección ambiental, o de seguridad, de conformidad con la legislación nacional o los compromisos contraídos a nivel internacional.  A partir de abril de 2005, entre los productos prohibidos se encuentran los vehículos automóviles usados con más de diez años de fabricación;  en 2007, la prohibición se limitó a los vehículos para el transporte de pasajeros, exceptuando los del transporte de carga.
  Según las autoridades, esta prohibición tiene por objetivo la modernización del parque vehicular destinado al transporte terrestre de pasajeros.

47. Nicaragua ha notificado al Comité de Licencias de Importación de la OMC el sistema de licencias en uso para la administración de sus contingentes arancelarios de importación;  su última notificación no menciona otros casos en los cuales se exigen licencias de importación.
  Sin embargo, las importaciones de ciertas categorías de productos están sujetas a un régimen de licencias/autorizaciones previas, que se aplica por motivos de protección del interés público y/o de interés nacional, así como por motivos de sanidad y seguridad pública.  A este respecto, se exigen permisos especiales para la importación de:  sustancias químicas de uso industrial, materias primas y alimentos para animales, y plaguicidas y fertilizantes (Ministerio Agropecuario y Forestal);  armas de fuego y explosivos (Ministerio de Gobernación);  productos alimenticios y medicamentos (Ministerio de Salud);  y equipos de rayos X (Comisión Nacional de Energía Atómica).  A partir de 2010, la importación de material vegetal (cítricos) que pueda alojar la bacteria "Candidatus Liberibacter spp." debe ser aprobada por el funcionario responsable del control cuarentenario en el puesto fronterizo donde se efectúa el despacho aduanero.
48. El despacho aduanero de los equipos de telecomunicaciones introducidos en Nicaragua, debe efectuarse única y exclusivamente en los depósitos aduaneros autorizados por la DGA en la Ciudad de Managua, para su previa inspección y aprobación por parte del Instituto Nicaragüense de Telecomunicaciones y Correos (TELCOR).  El listado de los dispositivos en cuestión abarca 152 grupos de equipos y accesorios. 
vii) Medidas comerciales especiales

49. En enero de 2008, Nicaragua notificó a la OMC el Reglamento Centroamericano sobre prácticas desleales de comercio, el cual fue actualizado en abril de 2007 mediante Resolución 
No 193-2007 (COMIECO-LIV) y entró en vigencia el 24 de mayo de 2007.
  El Comité de Prácticas Antidumping y el Comité de Subvenciones y Medidas Compensatorias examinaron esta notificación en abril y junio de 2008.
  Según las respuestas facilitadas por Nicaragua, este Reglamento constituye la norma procedimental para la aplicación de medidas antidumping y compensatorias, mientras que las normas sustantivas de aplicación son el Acuerdo relativo a la Aplicación del Artículo VI del GATT 1994 y el Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias de la OMC, los cuales también forman parte de la legislación nacional.  Nicaragua no ha impuesto medidas antidumping o compensatorias, ni iniciado investigaciones con este fin, durante el período objeto de examen.  Ningún socio comercial está eximido de la aplicación de medidas antidumping o compensatorias en virtud de los acuerdos comerciales preferenciales suscritos por Nicaragua.
50. Nicaragua también ha notificado a la OMC el Reglamento Centroamericano sobre medidas de salvaguardia, actualizado en abril de 2007 por la Resolución No 194-2007 (COMIECO-XLIV), y entró en vigencia el 24 de mayo de 2007.  El Comité de Salvaguardias de la OMC examinó esta notificación en abril y en junio de 2008.
  En caso de conflicto, el Acuerdo sobre Salvaguardias de la OMC, que también forma parte de la legislación nicaragüense, prevalece sobre dicho Reglamento.

51. El Reglamento Centroamericano sobre Medidas de Salvaguardia desarrolla las disposiciones para la aplicación del Artículo XIX del GATT de 1994, el Acuerdo sobre Salvaguardias de la OMC, así como las disposiciones del Protocolo de Guatemala y del Convenio sobre el Régimen Arancelario y Aduanero Centroamericano y sus Protocolos.  Se aplica a las importaciones procedentes de terceros países.  Las autoridades afirman no haber impuesto medidas de salvaguardia a las importaciones procedentes de terceros países y no haber iniciado investigaciones en materia de dichas medidas desde el último Examen.
52. Nicaragua exime a los demás miembros del MCCA de la aplicación de medidas de salvaguardia.
  Asimismo, cumplidas determinadas condiciones, Nicaragua exime a la mayoría de sus demás interlocutores comerciales preferenciales de las medidas de salvaguardia aplicadas en el marco de las disposiciones de la OMC.  Por lo general, las condiciones son que las importaciones del interlocutor comercial preferencial no sean "sustanciales" y no contribuyan de manera importante al daño. 

53. Nicaragua no recurrió a las disposiciones de salvaguardia especial previstas en el artículo 5 del Acuerdo sobre la Agricultura durante 2005-2011.  En virtud de dichas disposiciones, Nicaragua cuenta con la posibilidad de imponer derechos arancelarios adicionales a nueve partidas de 4 u 8 dígitos del SA (carne y productos lácteos);  algunas de estas partidas están sujetas a contingentes arancelarios (capítulo IV 2)).
viii) Normas y reglamentos técnicos

54. El marco jurídico e institucional en materia de normalización no ha cambiado mucho desde el anterior Examen de las Políticas Comerciales de Nicaragua.  Los principales textos jurídicos en esta esfera son la Ley de Normalización Técnica y Calidad y su reglamento, y la Ley sobre Metrología y su reglamento
;  también se aplica el marco del MCCA para el desarrollo de los reglamentos técnicos Centroamericanos.
  Entre enero de 2006 y marzo de 2012, Nicaragua adoptó 51 normas (voluntarias) y 107 reglamentos técnicos (normas obligatorias), incluyendo los reglamentos técnicos armonizados a nivel del MCCA;  algunas de estas medidas tratan de procedimientos de evaluación de la conformidad.
  Durante el mismo período Nicaragua notificó al Comité de Obstáculos Técnicos al Comercio de la OMC 60 proyectos de reglamentos técnicos de medidas relacionadas con el comercio internacional, mientras que las notificaciones realizadas al Comité de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias fueron 70. 

55. El MIFIC preside la Comisión Nacional de Normalización Técnica y de Calidad (CNNTC), el organismo coordinador y la máxima autoridad a nivel nacional en el ámbito de la normalización, tanto voluntaria como obligatoria.  La Comisión cuenta con 15 miembros que representan al sector privado, al sector científico-técnico, los consumidores y las instituciones públicas.  El Centro de Información sobre Obstáculos Técnicos al Comercio bajo la Dirección de Normalización y Metrología (DNM) del MIFIC es el servicio de información previsto en el Acuerdo OTC y también está a cargo de implementar las disposiciones sobre notificación de dicho Acuerdo.
  La Oficina Nacional de Acreditación (ONA), adscrita al MIFIC, es un ente público sin fines de lucro que administra el sistema nacional de acreditación de los organismos evaluadores de la conformidad.  Actualmente, los organismos acreditados en Nicaragua abarcan 8 laboratorios de ensayo, 1 laboratorio de calibración, y 1 organismo de inspección.
  Los controles de conformidad con los reglamentos técnicos se realizan por la autoridad competente respectiva al punto de entrada en Nicaragua y mediante inspecciones in situ. 
56. La DNM centraliza la elaboración de normas técnicas, tanto aquellas voluntarias (NTN), como de las Normas Técnicas Obligatorias Nicaragüenses (NTON, o reglamentos técnicos en la acepción de la OMC) mediante diferentes comités técnicos, unos 30 en la actualidad.  Los comités técnicos trabajan en los diferentes campos de la normalización (NTN y NTON), de acuerdo con su competencia y se integran con personal profesional y técnico proveniente de los organismos y entidades públicas y privadas de los sectores interesados en la normalización y son los encargados de la elaboración y revisión de las normas técnicas.  En la actualidad se cuenta con 30 comités técnicos.
  Los comités son presididos por el representante de la entidad pública que tenga competencia sobre el tema.

57. El inventario de los reglamentos técnicos obligatorios en Nicaragua se encuentra disponible en el sitio Internet de la DNM.  A junio de 2012, 249 NTON se encontraban en vigor.  De ellos, 96 correspondían al área de alimentos, 25 estaban relacionados con el medio ambiente, 23 con la agricultura y la protección sanitaria, 20 con los hidrocarburos, y los demás abarcaban áreas diversas como plaguicidas, productos farmacéuticos, transporte, etc.  

58. Las actividades de normalización se rigen por lo dispuesto en la Ley de Normalización Técnica y Calidad, Ley No 219, Gaceta Oficial de 2 de julio de 1996 y en el Reglamento de la Ley de Normalización Técnica y Calidad, Decreto No 71-97.  La Ley tiene como objetivo explícito el ordenar e integrar las actividades de los sectores público, privado, científico-técnico y de los consumidores para la elaboración, adopción, adaptación y revisión de las normas técnicas.  La Ley establece un procedimiento uniforme para la elaboración de normas técnicas, similar al usado internacionalmente y crea la Comisión Nacional de Normalización Técnica y Calidad como organismo coordinador de las políticas y programas en este ámbito, integrada por representantes del sector privado, el sector público, el sector científico-técnico, y los consumidores. 

59. La Ley dispone que todos los productos, procesos, métodos, instalaciones servicios o actividades cuyo uso o consumo se vea afectado por NTON debe cumplir con las mismas y que los que los produzcan u ofrezcan en el territorio nacional deban asegurar mediante las respectivas certificaciones el cumplimiento de dichas normas.  Para los productos sujetos al cumplimiento de determinada NTON que no reúnan todas las especificaciones correspondientes, se prohibirá de inmediato su comercialización o prestación.  La Ley admite que los productos importados puedan cumplir con una norma de su país de origen o internacional en lugar de la NTON, siempre y cuando este cumplimento se certifique antes y durante su comercialización.

60. Los pasos para la elaboración de reglamentos técnicos en Nicaragua se encuentran especificados en el Reglamento para la Elaboración y Aprobación de Normas Técnicas Obligatorias y Voluntarias Nicaragüenses, y se resumen en el cuadro III.9.

Cuadro III.9
Procedimientos para la elaboración y aprobación de Reglamentos Técnicos (NTON)

	1) Las instituciones públicas competentes en el área de acuerdo con sus atribuciones y en su carácter de Presidentes de los Comités 
Técnicos de Normalización apropiados serán responsables de formular, presentar anteproyectos y someter a consulta pública los 
proyectos de normas que correspondan a su competencia, así como de expedir dichas normas de forma definitiva y vigilar su 
cumplimiento.

	2) La NTON que se desee elaborar debe estar incluida en el Plan Nacional de Normalización anual, que prepara y aprueba la Comisión 
Nacional de Normalización Técnica y de Calidad (CNNTC).  Las entidades interesadas deben remitir el tema a normalizar a la 
Secretaría Ejecutiva de la CNNTC a más tardar el 30 de noviembre del año anterior al programa del Plan.  La propuesta puede provenir 
de cualquier parte interesada, pero debe canalizarse mediante una institución pública.

	Cuadro III.9 (continuación)

	

	3. La Secretaría Ejecutiva debe remitir dicho programa a más tardar el 15 de diciembre a la Subcomisión de la CNNTC que para su 
análisis se deberá haber creado.

	4. La Subcomisión analiza dicho programa y recomienda a la Comisión su aprobación total o parcial.

	5. El Plan Nacional es presentado al pleno de la Comisión en su primera sesión anual, para su aprobación.

	6. Para la elaboración de los anteproyectos de normas se deberán revisar si existen otras relacionadas tanto nicaragüenses como 
internacionales y a falta de éstas se podrá utilizar como referencia las disposiciones contenidas en las normas o lineamientos de carácter 
regional, extranjero o de otras especificaciones técnicas, siempre y cuando constituyan  un medio eficaz para cumplir los objetivos 
establecidos en el Acuerdo de Obstáculos Técnicos al Comercio.

	7. El Presidente del Comité Técnico correspondiente presenta al mismo los anteproyectos de norma para su aprobación y adjunta la 
Manifestación de Impacto Regulatorio (MIR).  El MIR debe contener una explicación sucinta de la finalidad de la norma, de las 
medidas propuestas, de las alternativas consideradas y de las razones por las que fueron desechadas, una comparación de dichas 
medidas con los antecedentes regulatorios con los que se cuente, así como una descripción general de las ventajas y desventajas y de 
factibilidad técnica de la comprobación de la norma.

	8. El comité técnico realiza el análisis del contenido técnico del anteproyecto y de su impacto regulatorio, y realiza las observaciones 
pertinentes al mismo antes de su aprobación debe ser aprobado por consenso de sus miembros y a falta de éste por la mayoría de 
votos.

	9. Una vez que el Comité Técnico apruebe el documento se somete a consulta pública en un diario de circulación nacional y el 
anteproyecto deberá ser notificado a la OMC y abierto a comentarios por los Miembros.  Esto debe realizarse en un plazo que no deberá 
exceder de 15 días hábiles siguientes a la aprobación del documento.

	10. El plazo de consulta es de 60 días naturales.  Durante este plazo cualquier interesado puede formular observaciones al proyecto de 
norma.  El comité técnico que preparó la norma tiene la responsabilidad de responder a los comentarios recibidos de la consulta pública 
de la norma.

	11. Al término de la consulta pública el comité técnico estudiará los comentarios recibidos y de acuerdo con aquellos que resulten 
procedentes modificará el proyecto en lo conducente.

	12. Una vez realizado lo anterior el Presidente del Comité somete a la aprobación del mismo, el documento final y en caso que ésta resulte 
satisfactoria lo remite a la CNNTC para su aprobación como Norma definitiva.

	13. En caso de ser aprobado, el Ministerio correspondiente deberá ordenar su publicación de manera íntegra en la Gaceta Oficial, Diario Oficial 
como Norma Técnica Obligatoria Nicaragüense.

	14. La entrada en vigor que señalen las normas no podrá ser inferior a 60 días naturales a partir de su fecha de publicación.  Se exceptúan 
de lo anterior las normas expedidas en materia sanitaria, zoosanitaria y fitosanitaria.

	15. Cuando dos o más instituciones públicas sean competentes para regular un bien, servicio, proceso, actividad o materia deberán expedir 
las NTON conjuntamente. 


Fuente:  Reglamento para la Elaboración y Aprobación de Normas Técnicas Obligatorias y Voluntarias Nicaragüenses.
61. En caso de emergencia nacional la institución pública competente podrá elaborar y expedir con el MIFIC y los demás ministerios involucrados de manera conjunta la NTON de carácter emergente, sin mediar el procedimiento ordinario para su elaboración, y ordenará su publicación en el diario oficial, la Gaceta Oficial.  La vigencia de las NTON de carácter emergente no puede exceder de seis meses a partir de su publicación.  Si la emergencia continuara más allá de los seis meses puede prorrogase hasta por seis meses más para lo cual debe presentarse una manifestación de impacto regulatorio en la que se señale la necesidad de prórroga.  El MIFIC de manera coordinada deberá justificar la prórroga con la entidad gubernamental que en su caso haya participado en la elaboración de la norma.

62. Para la modificación de las NTON se sigue el mismo procedimiento que para su elaboración, salvo que sus especificaciones resulten obsoletas, inaplicables o que pretendan desregular disposiciones contenidas en dicha norma, en cuyo caso la institución pública que expidió la norma a iniciativa propia o a solicitud de la CNNTC podrá modificar o cancelar la norma sin seguir el procedimiento para su elaboración.

63. El Código de Buena Conducta anexo al Acuerdo OTC ha sido aceptado por la DNM del MIFIC, el Instituto Nicaragüense de Acueductos y Alcantarillados (INAA) y el Instituto Nicaragüense de Energía (INE).
  Las autoridades indican que no se ha suscrito ningún acuerdo de reconocimiento mutuo en materia de reglamentos técnicos, procedimientos de análisis y de acreditación entre las entidades competentes en Nicaragua y sus contrapartes extranjeras.  En el marco de la integración centroamericana existe un reconocimiento mutuo solamente en materia de registro;  los reglamentos técnicos armonizados a nivel del MCCA (alimentos, medicamentos, productos higiénicos y productos cosméticos)
 se aplican por los países miembros, salvo Costa Rica.  Nicaragua no es parte del Arreglo de reconocimiento mutuo de la Cooperación Internacional de Acreditación de Laboratorios (ILAC, por sus siglas en inglés);  sin embargo, ha iniciado el proceso para la firma de un Acuerdo de reconocimiento multilateral en laboratorios de ensayos con la Cooperación Inter-Americana de Acreditación (IAAC, por sus siglas en inglés).

64. Nicaragua participa en las actividades de la Organización Internacional de Normalización, la Organización Internacional de Metrología Legal, la Comisión Internacional de Electrotecnia, el IAAC, la Comisión Panamericana de Normas Técnicas, la Comisión Centroamericana y del Caribe de Normalización y el Sistema Interamericano de Metrología.

65. En el marco del MCCA, la solicitud para elaborar nuevos reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad, o para la revisión de los ya vigentes, debe presentarse por un Estado Miembro.
  Las solicitudes aceptadas por los Directores de integración económica se remiten a subgrupos de trabajo, integrados por técnicos representantes de los países Miembros, para su análisis y la preparación de proyectos de textos reglamentarios.  En principio, el plazo de la consulta pública ante la OMC es de 60 días calendarios, contados a partir de la publicación de la notificación por la OMC
;  la consulta interna debe llevarse a cabo de acuerdo con la legislación de cada Miembro, pero el análisis de las observaciones recibidas debe realizarse hasta finalizar el plazo de la consulta pública ante la OMC.  El proyecto de reglamento técnico o procedimiento de evaluación de la conformidad elaborado en el subgrupo de trabajo se somete a la aprobación del Consejo de Ministros de Integración Económica (COMIECO).  Cada país Miembro debe publicar e integrar el texto aprobado de conformidad con su legislación nacional.
66. La Ley de Defensa de los Consumidores estipula que cualquier producto comercializado sin etiquetado debe cumplir con las siguientes indicaciones:  nombre del producto, contenido neto, composición, fecha de fabricación y fecha de vencimiento, instrucciones de uso y advertencias.
  Nicaragua ha notificado a la OMC requisitos de etiquetado para:  productos alimenticios previamente envasados;  alimentos y productos para alimentos de consumo animal;  productos veterinarios;  productos farmacéuticos para uso humano;  bebidas alcohólicas (fermentadas y destiladas);  productos cosméticos, productos higiénicos y productos naturales medicinales;  motores de corriente alterna (trifásicos de inducción);  lámparas fluorescentes compactas;  lámparas incandescentes;  equipos de refrigeración comercial;  equipos de refrigeración y congeladores electrodoméstico;  aire acondicionados;  y plaguicidas de uso doméstico.  Además, a partir de diciembre 2006, el etiquetado del arroz y sus subproductos es indispensable para su importación en Nicaragua, en cualquier presentación.  La etiqueta debe indicar por lo menos la verdadera naturaleza del producto, la designación de la calidad, el contenido neto, el nombre y el domicilio del procesador y/o del empacador, el país de origen, e instrucciones y advertencias para su uso.
  
ix) Medidas sanitarias y fitosanitarias 

67. El Ministerio Agropecuario y Forestal (MAGFOR), por medio de su Dirección General de Protección y Sanidad Agropecuaria (DGPSA), es la institución encargada de las medidas sanitarias y fitosanitarias relacionadas con la producción, importación y exportación de semillas, plantas, animales y productos derivados, mientras que el Ministerio de Salud (MINSA) es responsable de las medidas sanitarias aplicadas a las importaciones de alimentos.  El Ministerio del Ambiente y de los Recursos Naturales, por medio de su Dirección General de Biodiversidad y los Recursos Naturales es la autoridad competente en materia de preservación de la diversidad biológica. 

68. Desde el anterior Examen, el marco jurídico en esta esfera se ha actualizado con la adopción de la Ley sobre Prevención de Riesgos Provenientes de Organismos Vivos Modificados por medio de Biotecnología Molecular
, la cual establece un registro y un sistema de permisos para las actividades de, entre otras, tránsito, importación, producción y exportación de dichos organismos;  el reglamento correspondiente está todavía en proceso de aprobación.  Nicaragua también aplica el Reglamento Centroamericano sobre medidas y procedimientos sanitarios y fitosanitarios, dirigido a evitar las eventuales trabas al comercio intrarregional.  En 2007, COMIECO amplió a 515 el número de productos y subproductos de origen vegetal eximidos de los trámites de obtención de autorización de importación y certificado fitosanitario de exportación.
  Dichos productos pueden ser sometidos únicamente a inspección aleatoria en los puntos de ingreso al territorio del MCCA, cuando sea necesario comprobar físicamente su naturaleza.

69. Nicaragua designó servicio nacional de información a la DGPSA del MAGFOR;  la institución encargada de las notificaciones en el marco del Acuerdo MSF es la DTNM del MIFIC.
  Nicaragua es miembro del Codex Alimentarius y la Organización Mundial de Sanidad Animal-OIE, y parte contratante de la Convención Internacional de Protección Fitosanitaria.  Entre julio de 2006 y agosto de 2012 Nicaragua notificó a la OMC 48 medidas y proyectos de medidas sanitarias y fitosanitarias, de las cuales 12 se refieren a una norma de alguno de los tres organismos de normalización mencionados explícitamente en el Acuerdo MSF.  La gran mayoría de las notificaciones ofrecen un plazo de 60 días para la presentación de observaciones.  En general, la elaboración y la revisión de las medidas SFS sigue un proceso similar al de las NTON.  Sin embargo, las medidas SFS también pueden ser emitidas como Acuerdos Ministeriales, elaborados por las autoridades competentes;  dichas medidas no están sujetas a un proceso centralizado de revisión.
70. Ningún Miembro ha recurrido al procedimiento formal de solución de diferencias de la OMC para abordar cuestiones relativas a las medidas sanitarias y fitosanitarias aplicadas por Nicaragua.  En el marco del MCCA, El Salvador ha expresado preocupación con respecto a medidas sanitarias nicaragüenses que restringen el ingreso de productos avícolas salvadoreños;  esta cuestión se resolvió en 2005.  Durante 2006-2012 Nicaragua ha recurrido al mecanismo de solución de controversias comerciales del MCCA seis veces para abordar cuestiones relativas a medidas SFS aplicadas por socios regionales que afectaban desfavorablemente la importación de carne de bovino y productos lácteos nicaragüenses.
71. Nicaragua no ha proporcionado a la OMC ninguna notificación en materia de reconocimiento de la equivalencia de las medidas sanitarias y fitosanitarias.  Los países miembros del MCCA, salvo Costa Rica, reconocen sus respectivos registros sanitarios en materia de alimentos para consumo humano.  Los importadores de sustancias químicas de uso industrial, materias primas y alimentos para animales están sujetos a licencias emitidas por la DGPSA;  los importadores de plaguicidas, fertilizantes, y cualquier producto o subproducto de origen animal y vegetal deben solicitar el registro como regente de dichos productos.  Los formularios de solicitud correspondientes están disponibles en línea
;  el registro es concedido automáticamente, una vez cumplidos los requisitos.  

72. Además, Nicaragua no permite las importaciones de alimentos, plantas, animales o productos derivados a menos que la DGPSA del MAGFOR y el MINSA, según su competencia, haya emitido un permiso sanitario/fitosanitario de importación o un certificado de libre venta (para los alimentos);  con este fin se exige la presentación de un certificado fitozoosanitario y un certificado de origen.  La DGPSA mantiene una base de datos que permite realizar búsquedas de los requisitos sanitarios y fitosanitarios con los que deben cumplir los productos de origen animal y vegetal.
  Los productos farmacéuticos, dispositivos médicos, maquinarias, equipos, repuestos, insumos y materias primas necesarias para la elaboración de productos farmacéuticos están sujetos a requisitos de registro y a autorización de importación del MINSA;  los importadores también deben cumplir con requisitos de registro y licencia sanitaria.  
73. Según las autoridades, en la determinación de requisitos sanitarios o fitosanitarios como condición para permitir las importaciones la evaluación de riesgo se realiza en función del estatus sanitario del país exportador y de la mercancía a importar, de acuerdo con las recomendaciones de la OIE, Codex Alimentarius y CIPF.  En 2008, la DGPSA carecía de capacidad operativa para cubrir en su totalidad la producción a nivel nacional, así como para tener bajo registro los insumos agropecuarios y los establecimientos que los comercializan.
  Aunque desde entonces se han logrado avances en materia de informatización y registro, el personal técnico todavía no es suficiente para responder a las crecientes necesidades.
x) Otras medidas

74. Nicaragua aplica las sanciones comerciales decididas en el marco de las Naciones Unidas o de las organizaciones regionales a las que pertenece.  Las autoridades afirman no haber suscrito ningún acuerdo para influenciar la cantidad o el valor de los bienes y servicios exportados a Nicaragua.  Nicaragua no tiene disposiciones en materia de contenido nacional.  La Empresa Nicaragüense de Alimentos Básicos (ENABAS), una empresa pública, mantiene un stock de reserva de productos alimenticios básicos (comprados en el mercado local) con el objetivo de poder enfrentar situaciones de emergencia nacional.
3) Medidas que afectan directamente a las exportaciones

i) Procedimientos, documentación y registro

75. Las exportaciones están sujetas a procedimientos de despacho aduanero similares a los que se aplican a las importaciones (sección 1) i)).  El Registro de Exportadores es mantenido por el Centro de Trámites de las Exportaciones (CETREX), cuyo objetivo como ventanilla única es centralizar y simplificar los trámites de exportación.
  La tramitación de las exportaciones puede realizarse en las oficinas del CETREX en varias localidades o en línea, a partir de mayo de 2006, mediante el Sistema Integrado de Trámites de Exportación (SiTrade).  El uso de un agente aduanero para realizar dichos trámites es optativo;  en este caso se debe presentar al CETREX un poder notarial del exportador.

76. La documentación requerida para exportar es la declaración aduanera, la factura comercial, los documentos de transporte, y, cuando proceda, los certificados y permisos especiales (véase la sección iv) infra).  El CETREX cobra una tarifa por los servicios prestados, en función del valor f.o.b. de la mercancía, con un mínimo de C$50 (exportaciones por valores inferiores a 2.000,01 dólares EE.UU.) y un máximo C$500 (exportaciones de 25.000,01 dólares EE.UU.).  Esta tarifa incluye los costos por emisión de la declaración de mercancías de exportación/FAUCA
, certificado fitosanitario/zoosanitario de exportación, y certificado de origen. 
ii) Impuestos, gravámenes y otras cargas a la exportación

77. Nicaragua no aplica derechos arancelarios, impuestos, o precios mínimos a la exportación.  Las exportaciones están sujetas al IVA a un tipo del cero por ciento, lo cual permite a los exportadores obtener el reembolso del IVA pagado por los insumos y servicios incorporados en su producción.
iii) Mercancías en tránsito

78. El tránsito internacional terrestre dentro del MCCA y entre los países miembros y Panamá se rige por la Resolución No 65-2001 (COMRIEDRE) de 16 de marzo de 2001, la cual establece un régimen de plena libertad de tránsito, con trato nacional en la contratación del transporte internacional de carga terrestre.  Dicha Resolución modifica el anterior Reglamento sobre el Régimen de Tránsito Aduanero Internacional, así como su formulario de declaración (DTI) e instructivo.  A partir de noviembre de 2010, la SIECA mantiene una base de datos regional de transportistas y de medios de transporte autorizados a efectuar el tránsito aduanero internacional terrestre. La falta o suspensión del registro descalifica el transportista y/o el medio de transporte.  Los Estados parte también han iniciado la implementación de un sistema regional de control del tránsito terrestre con el objetivo de simplificar los trámites correspondientes.
79. Nicaragua ha confiado la elaboración, impresión y transmisión electrónica del DTI a la Cooperativa de Transporte de Carga (COOTRACAR).  El costo total de este servicio y del precinto aduanero es de CA$13,50.
  Además del DTI, las mercancías no originarias de Estados parte del Tratado de Integración Económica Centroamericana deben acompañarse de la declaración de mercancía de exportación (antes, documento FUE), de la factura comercial, del documento de transporte y del manifiesto de carga;  para las mercancías centroamericanas se exige el FAUCA (véase la sección i) supra).
iv) Prohibiciones de las exportaciones, restricciones y regímenes de licencia

80. Nicaragua prohíbe las exportaciones de:  madera en rollo de especies forestales, madera "en timber" y aserrada
;  langostas en su fase reproductiva o en muda, fresadas (con huevos), langostas del Caribe (panulirus argus) con tallas menores a 4,5 pulgadas y langostas del Pacífico (palinuridae) con tallas menores a 3,5 pulgadas;  camarones estuarios en etapa larvaria o juvenil;  y pez sierra y tiburón de agua dulce (carcharhius leucas).  En virtud de sus compromisos internacionales en materia de medio ambiente y salud pública, Nicaragua prohíbe la exportación de desechos peligrosos y otros desechos.
 

81. En 2007, Nicaragua fijó el peso mínimo para la exportación de ganado bovino en pie (SAC 0102.90.00.00) en 350 kilogramos y prohibió la exportación de hembras de ganado bovino aptas para la reproducción;  también se estableció un contingente anual de exportación por la cantidad de 35.000 cabezas de ganado con un peso mínimo de 250 kilogramos por cabeza, distribuido de acuerdo con el principio de primero en tiempo, primero en derecho.
  Asimismo, se suspendieron por un año las exportaciones de cuero y pieles en bruto de bovinos (SAC  41.01) y se regularon las exportaciones de cuero y pieles semiprocesados (SAC 41.04 y 41.07) de manera que al menos un 20 por ciento de la producción nacional de dichos productos sea destinado para el abastecimiento de la industria de transformación nicaragüense.
 

82. Las exportaciones de varias mercancías requieren autorizaciones y/o controles previos.  Los exportadores de café verde deben registrar de forma anticipada sus contratos de compraventa y presentar un Certificado de Calidad de Café de Exportación (emitido por la Comisión Nacional de Café (CONACAFE)), así como el certificado de Origen de la Organización Internacional del Café.  El CETREX mantiene una base de datos que permite realizar búsquedas de los requisitos de exportación por producto.
  De acuerdo con lo notificado por las autoridades a la OMC, Nicaragua no emite licencias de exportación en el marco de los tratados de libre comercio que estipulan contingentes arancelarios bilaterales.
 

v) Subvenciones, concesiones arancelarias y fiscales

83. En 2012, Nicaragua notificó a la OMC que no ha concedido ninguna subvención en el sentido del Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias y que tampoco ha otorgado subvenciones a la exportación en el sentido del Acuerdo sobre la Agricultura.
  Nicaragua otorga varias reducciones y exenciones de derechos arancelarios e impuestos en el marco del régimen de zona franca y del régimen de admisión temporal para perfeccionamiento activo y de facilitación de las exportaciones (capítulo II 4)).  
84. De acuerdo con la Ley de Equidad Fiscal
, entre 2003 y 2010 los productores eran elegibles para un crédito tributario del 1,5 por ciento del valor f.o.b. de sus exportaciones, que se deducía del Impuesto sobre la Renta anual del exportador previa comprobación que se hubiera trasladado el beneficio a los productores. 
vi) Promoción, financiamiento, seguro y garantía de las exportaciones

85. La Comisión Nacional de Promoción de Exportaciones (CNPE), creada en 1991, está encargada de la política de promoción y facilitación de las exportaciones.
  Sus funciones incluyen la administración del régimen de admisión temporal para perfeccionamiento activo (capítulo II 4)) y la definición de la política general del CETREX.  La CNPE está integrada por cuatro Ministros (de Fomento, Industria y Comercio;  Hacienda y Crédito Público;  Agropecuario y Forestal;  y Ambiente y Recursos Naturales) y cinco representantes de las asociaciones de exportadores del sector privado.

86. El Centro de Exportaciones e Inversiones Nicaragua (CEI) es una sociedad privada sin fines de lucro que fomenta la inserción de las micro, pequeñas y medianas empresas en los mercados internacionales.  El CEI presta diversos servicios en las siguientes áreas estratégicas:  inteligencia competitiva;  desarrollo empresarial;  mercadeo y promoción;  comercialización internacional;  y coinversiones y alianzas estratégicas.
  El CEI no recibe ningún aporte presupuestario de parte del Estado. 
87. La Asociación de Productores y Exportadores de Nicaragua (APEN), una organización sin fines de lucro, tiene por misión, entre otros, apoyar a los productores nicaragüenses con miras a fomentar su fortalecimiento e internacionalización.  Los servicios ofrecidos por la APEN incluyen la facilitación de reuniones de negocios;  capacitación;  inteligencia comercial;  asistencia en los trámites de exportación;  y asistencia técnica para la implementación de sistemas de trazabilidad y gestión ganadera.  La APEN no recibe ningún aporte presupuestario del Estado.
88. Creado en noviembre de 2007, el Banco de Fomento a la Producción (PRODUZCAMOS) presta servicios financieros y asistencia técnica con el objetivo de contribuir al desarrollo de la producción nacional, con enfoque a la producción exportable.
  PRODUZCAMOS gestiona recursos provenientes del Tesoro, organismos financieros y organismos de la cooperación internacional, y puede realizar operaciones financieras propias de los bancos, con excepción de la captación de ahorros del público.  Al 30 de junio de 2012, los fondos bajo su administración fueron C$1,37 millones (alrededor de 57.800 dólares EE.UU.), de los cuales casi la mitad se destinó a proyectos de agricultura.  Además de diversos programas de crédito, PRODUZCAMOS ofrece servicios financieros, tales como arrendamiento financiero y factoraje.   
4) Otras medidas que afectan a la producción y el comercio

i) Incentivos

89. Además de los incentivos concedidos a la exportación (véase la sección 2) iv) supra), Nicaragua mantiene diversos incentivos sectoriales.  La Ley de Incentivos para la Industria Turística prevé exoneraciones de los derechos e impuestos de importación y del IVA en la compra local de materiales, equipos y vehículos, así como exoneraciones del impuesto sobre la renta y del impuesto de bienes inmuebles por un término de 10 años.
  Las actividades turísticas elegibles incluyen:  servicios de la industria hotelera;  inversiones debidamente autorizadas en áreas protegidas de interés turístico, ecológico y cultural;  transporte aéreo y acuático, y transporte colectivo turístico-terrestre;  servicios de alimentos, bebidas y diversiones;  arrendamiento de vehículos terrestres y acuáticos a turistas;  e inversiones (directas o indirectas) en el desarrollo de actividades turísticas y las artesanías nicaragüenses. 

ii) Control de precios y política de competencia

a) Control de precios

90. Nicaragua sigue regulando los precios de los productos farmacéuticos de consumo humano, de los servicios aeroportuarios y los servicios prestados por la Empresa Portuaria Nacional (véase la sección i) infra), así como las tarifas de la energía eléctrica (transmisión y consumo publico)
, del gas licuado de petróleo envasado, del alcantarillado sanitario y del agua potable para consumo público.  
91. El MIFIC, a través de su Dirección de Defensa de los Consumidores, fija los precios máximos de venta de los productos farmacéuticos. Para los productos de marca importados, el precio máximo de mayoreo se basa en el valor c.i.f. más 3 por ciento para "gastos de internación" y un margen del 34 por ciento;  para obtener el techo del precio al detalle correspondiente, se agrega un margen del 30 por ciento sobre el precio máximo de mayoreo.
 Los mayoristas pueden ajustar los precios máximos dentro de la tasa de deslizamiento cambiario establecida por el Banco Central de Nicaragua, previa notificación (con una semana de anticipación) al MIFIC.  
92. El Instituto Nicaragüense de Energía (INE) fija el precio máximo de gas licuado de petróleo envasado con respecto al precio internacional y el mismo es ajustado cada 28 días por deslizamiento cambiario.  El INE puede sancionar a los comerciantes que venden por encima de dicho precio. 
b) Política de competencia

93. A finales de 2006, Nicaragua adoptó la Ley de Promoción de la Competencia y su reglamento, los cuales entraron en vigor el 25 de junio de 2007.
  La legislación nicaragüense regula las siguientes esferas:  acuerdos anticompetitivos;  abuso de posición dominante;  y concentraciones (fusiones y adquisiciones).
  De manera general, Nicaragua prohíbe todo acuerdo y práctica concertada entre agentes económicos, cuyo objeto sea restringir la competencia, incluso por impedir el acceso o eliminar del mercado a cualquier agente económico.  La Ley de Promoción de la Competencia contiene una lista enunciativa de conductas y prácticas prohibidas, las cuales se resumen en el cuadro III.10.  
Cuadro III.10
Definiciones de conducta anticompetitiva y sanciones correspondientes

	Descripción de la conducta
	Detalles

	Prácticas entre agentes económicos competidores:  fijar (o intercambiar información con el mismo objeto o efecto) el precio u otras condiciones de venta o compra de bienes o servicios;  repartir un mercado actual o potencial de bienes y servicios;  concertarse para eliminar a otras empresas del mercado o limitar el acceso al mismo;  limitar cantidades de producción o el número, el volumen o la frecuencia de servicios;  y coordinar posturas en cualquier forma de licitación (salvo una oferta presentada conjuntamente).  
	Pueden ser sancionadas con una multa de 100 a 10.500 salarios mínimos o, en caso de gravedad particular, del 1 al 10 por ciento de las ventas anuales del infractor durante el ejercicio fiscal anterior.

	Prácticas entre agentes económicos no competidores:  celebrar acuerdos con condiciones que excluyan relaciones mercantiles con la competencia, o acuerdos de distribución exclusiva injustificada;  imponer precios y/o otras condiciones a un distribuidor o minorista;  vender o prestar servicios a condición de que se compre otro bien o servicio;  la compra o venta sujeta a la condición de no adquirir o vender bienes o servicios de terceros;  discriminar contra un determinado agente económico (salvo cuando se justifique por incumplimiento de obligaciones contractuales), negándose a hacer negocios cuando no existan en el mercado relevante proveedores alternativos;  aplicar condiciones desiguales para prestaciones equivalentes, que coloquen a unos competidores en situación de desventaja frente a otros;  concertarse para ejercer presión contra algún cliente o proveedor, con el propósito de aplicar represalias u obligarlo a actuar en un sentido determinado;  y las prácticas predatorias.
	Dichas prácticas están prohibidas cuando:  se realicen en el marco de una posición dominante sobre el mercado relevante;  y/o impidan o limitan el acceso o desplacen a competidores del mercado;  y/o se produzca un perjuicio a los intereses de los consumidores.  Pueden ser sancionadas con una multa de 25 a 8.000 salarios mínimos o, en caso de gravedad particular, del 1 al 6 por ciento de las ventas anuales del infractor durante el ejercicio fiscal anterior.

	Conductas de competencia desleal:  todo acto realizado por agentes económicos en el ejercicio de una actividad mercantil que sea contrario a los usos y prácticas honestas en materia comercial y que cause un daño efectivo o amenaza de daño comprobado.  La lista no exhaustiva incluye:  actos de engaño;  de denigración;  de comparación arbitraria o con afirmaciones inexactas;  de maquinación dañosa (sustracción de secretos;  extorsión de empleados de sus competidores);  de confusión;  de fraude;  de inducción a alguien a infringir los deberes contractuales que haya contraído con los competidores;  y de imitación (cuando se trate de un derecho de exclusiva reconocido por la Ley).
	Pueden ser sancionadas con una multa de 25 a 8.000 salarios mínimos o, en caso de gravedad particular, del 1 al 6 por ciento de las ventas anuales del infractor durante el ejercicio fiscal anterior.

	Concentraciones:  fusión de negocios que dejan de ser independientes;  acto que transfiere a un agente económico los activos o el control de otro agente económico. 
	Están prohibidas las concentraciones cuyo efecto sea o pueda ser restringir la libre competencia económica (salvo cuando se trate de un agente económico que se encuentre en estado de insolvencia).  La sanción por no haber notificado una concentración sujeta a la obligación de notificación es de 100 a 600 salarios mínimos.


Fuente:
Ley de Promoción de la Competencia y su reglamento (artículo 46), 2006.

94. Para la aplicación del nuevo marco jurídico se creó el Instituto Nacional de Promoción de la Competencia (PROCOMPETENCIA), tribunal administrativo de derecho público y de carácter técnico, con autonomía administrativa y presupuestaria, operativo desde mayo de 2009.  PROCOMPETENCIA puede actuar de oficio o por denuncia, la cual puede ser interpuesta por todo agente económico u organización legalmente constituida que tenga interés legítimo;  en el caso de conductas de competencia desleal (Cuadro III.10) se actúa sólo por denuncia.
  En todos los procedimientos de aplicación de la Ley de Promoción de la Competencia, la carga de la prueba recae sobre la parte actora que alegue la violación.  Tras un período de alegatos y de pruebas (130 días en total), el expediente del caso se remite al Presidente de PROCOMPETENCIA para resolución motivada, la cual debe ser emitida en un plazo de 60 días (prorrogable una vez por un plazo de 30 días).  La Ley estipula un recurso de revisión ante el Presidente de PROCOMPETENCIA y un recurso de apelación ante el Consejo Directivo del mismo instituto.  La resolución que decide sobre el recurso de apelación agota la vía administrativa;  el paso siguiente es un recurso de amparo ante la Corte Suprema de Justicia.  PROCOMPETENCIA no establece daños y perjuicios;  los agentes económicos afectados (incluso los terceros) pueden acudir al poder judicial para entablar un juicio por daños y perjuicios.

95. El régimen de competencia de Nicaragua sigue la doctrina de los efectos en el mercado nacional, la cual es común en muchas jurisdicciones;  las prácticas anticompetitivas orientadas a la exportación (incluidos los carteles) que no tienen efectos en el mercado nicaragüense están excluidas de su ámbito de aplicación.  En la medida en que no incurran en prácticas anticompetitivas, se exceptúan el ejercicio de los derechos de propiedad intelectual y los actos que tengan por objeto lograr mayor eficiencia en la actividad productiva y/o de comercialización.  También quedan fuera del alcance de la Ley las acciones promovidas por el Estado con el objetivo de garantizar la salud y la seguridad alimentaria y nutricional de la población nicaragüense.  Además, las prácticas anticompetitivas que tengan su origen en regulaciones emitidas por entes reguladores deben resolverse por dichos entes, previo dictamen emitido por PROCOMPETENCIA;  en este caso la publicación del dictamen debe actuar como una sanción moral, la legislación nicaragüense no prevé ningún recurso si el dictamen de PROCOMPETENCIA no está tomado en consideración satisfactoriamente.  

96. Están sujetas a notificación previa las concentraciones que resulten en una cuota igual o superior al 25 por ciento del "mercado relevante", o que superen el umbral de 642.857 salarios mínimos en cuanto a los ingresos brutos combinados de los agentes económicos a concentrarse.
  PROCOMPETENCIA debe examinar la propuesta de concentración en un plazo de 30 días hábiles con el fin de determinar si resultará en una limitación significativa de la competencia;  si se estima necesaria una investigación su plazo máximo será de 180 días.  Sin embargo, no se pueden denegar las concentraciones con potencial para ganancias significativas en eficiencia y beneficios directos al consumidor, cuando se demuestre que dichas ganancias no puedan alcanzarse por otros medios y que se garantice que la concentración no resultará en una reducción de la oferta en el mercado. 

97. El primer agente económico que señale a PROCOMPETENCIA una conducta anticompetitiva, de la cual PROCOMPETENCIA no haya tenido conocimiento previo, será exonerado de la sanción pecuniaria que se aplicará a los demás participantes de dicha actividad.  El régimen nicaragüense no prevé un programa de indulgencia para un eventual segundo participante que coopere con PROCOMPETENCIA en la investigación de dicha conducta.  Además de las sanciones resumidas en el cuadro III.10, PROCOMPETENCIA puede sancionar los agentes económicos por denuncias improcedentes cuya intención hubiera sido limitar la competencia;  el monto máximo es el que se hubiera aplicado en el caso de haberse comprobado la infracción.  PROCOMPETENCIA también puede imponer sanciones, de 15 salarios mínimos, por cada día de atraso a los agentes económicos que no cumplan satisfactoriamente con sus requerimientos de suministro de información;  las personas naturales que participen directamente como cómplices o encubridores pueden recibir una multa de entre 15 y 100 salarios mínimos.  La Ley de Promoción de la Competencia no prevé sanciones penales. 
98. A pesar de que ha estado operando durante menos de 3 años, PROCOMPETENCIA ha tratado con varios casos (cuadro III.11);  las denuncias recibidas se refieren más frecuentemente a los mercados de telecomunicaciones y servicios bancarios.  PROCOMPETENCIA también ha realizado una investigación de oficio en el mercado de telecomunicaciones por una concentración económica no notificada.  PROCOMPETENCIA ha suscrito acuerdos de colaboración con las autoridades de competencia de El Salvador, Costa Rica, Panamá, México y España.  Dichos acuerdos son de buena voluntad, con ciertas restricciones en el tema de la información confidencial.
Cuadro III.11
Observancia de la Ley de Promoción de la Competencia, 2009-2012

	
	2009
	2010
	2011
	2012a

	Denuncias/solicitudes totales, de las cuales
	1
	13
	6
	5

	Notificaciones de concentración
	0
	1
	3
	1

	Procesos e investigaciones iniciados, de los cuales
	1
	13
	6
	5

	Prácticas entre agentes económicos competidores
	0
	10
	
	0

	Prácticas entre agentes económicos no competidores
	0
	0
	1
	1

	Conductas de competencia desleal
	0
	2
	2
	3

	Concentraciones
	0
	1
	3
	1

	Procesos e investigaciones finalizados, de los cuales
	1
	12
	4
	2

	Prácticas entre agentes económicos competidores
	1
	10
	0
	0

	Prácticas entre agentes económicos no competidores
	0
	0
	0
	0

	Conductas de competencia desleal
	0
	2
	2
	2

	Concentraciones, de las cuales
	0
	1
	0
	..

	   Rechazadas/abandonadas
	0
	0
	0
	..

	   Autorizadas con medidas correctivas
	0
	1
	2
	..

	Opiniones consultivas (en todas las esferas)
	0
	0
	0
	..

	Importe total de las multas y las sanciones pecuniarias ($EE.UU.)
	0
	13.846
	22.985
	..

	Apelaciones y recursos de revisión
	0
	11
	3
	..

	Decisiones revocadas/modificadas en apelación
	0
	0
	0
	..


..
No disponible.

a
Hasta agosto. 

Fuente:
Datos facilitados por PROCOMPETENCIA.

iii) Participación del Estado en la economía y empresas de propiedad del Estado 

99. Nicaragua no ha presentado a la OMC ninguna notificación sobre las actividades de las empresas comerciales del Estado en el sentido del Artículo XVII del GATT.

100. La participación del Estado en la economía permanece reducida, ya que la mayor parte de las privatizaciones se realizaron con anterioridad al período objeto de examen.  El Estado sigue interviniendo para asegurar o apoyar ciertas actividades importantes y/o estratégicas para el país, como el suministro de agua y la administración de puertos y aeropuertos (cuadro III.12).

Cuadro III.12
Participación del Estado en la economía, 2006 y 2012

	Empresa
	Participación del Estado
	Esfera(s) de actividad
	Prerrogativas

	
	2006
	2012
	
	

	Empresa Administradora de Aeropuertos Internacionales (EAAI)
	100%
	100%
	Operador de los aeropuertos internacionales de Nicaragua. Recauda los impuestos que generan los turistas a su ingreso al país.
	Goza de los incentivos que otorga la Ley No 303 (Ley de Incentivos Turísticos), incluso la exención del pago de derechos aduaneros e impuestos a la importación de equipos de balizamiento, equipos de rampas y radio ayudas. 

	Empresa Nicaragüense de Acueductos y Alcantarillados (ENACAL)
	100%
	100%
	Servicios de agua potable y alcantarillado sanitario
	Exenta del pago del IVA, así como de derechos arancelarios a la importación.

	Lotería Nacional
	100%
	100%
	Entidad sin fines de lucro que gestiona la venta de billetes de lotería para generar recursos financieros destinados a proyectos sociales del Gobierno de Nicaragua
	..

	Empresa Nicaragüense de Alimentos Básicos (ENABAS)
	100%
	100%
	Acopio, almacenamiento y distribución de alimentos básicos para enfrentar situaciones de emergencia nacional;  no puede realizar operaciones de importación o exportación
	Exenta del pago del impuesto sobre la renta

	Empresa Portuaria Nacional (EPN)
	100%
	100%
	Prestación de los servicios portuarios en las instalaciones de los puertos marítimos, fluviales y lacustres propiedad de la EPN
	Hasta el momento sólo la EPN administra los puertos internacionales de Nicaragua (estos pueden concesionarse a privados). Los servicios de estiba son suministrados por 3 empresas privadas mediante concesiones (sus tarifas no están reguladas).

	Empresa Nacional de Transmisión Eléctrica (ENATREL)
	100%
	100%
	Transmisión eléctrica y actividades conexas;  comercialización del excedente de la capacidad de comunicación de la fibra óptica (sin el servicio de última milla)
	Monopolio en la transmisión de electricidad.  Exenta del pago de derechos e impuestos de cualquier tipo, incluso los que graven la importación o compra local de maquinarias e insumos para sus actividades

	Empresa Nicaragüense de Electricidad (ENEL)
	100%
	100%
	Generación y comercialización de energía eléctrica;  distribución de energía eléctrica en áreas no concesionadas.
	Goza de los incentivos que otorga la Ley No 272 (Ley de Industria Eléctrica) - el patrimonio de toda empresa (pública o privada) está exento del pago de derechos e impuestos de cualquier tipo, incluso los que graven la importación o compra local de maquinarias e insumos para sus actividades.

	Cuadro III.12 (continuación)

	Empresa de Generación Hidroeléctrica, S.A. (HIDROGESA)
	100%
	Disuelta, patrimonio absorbido por ENEL
	Generación y comercialización de energía eléctrica
	

	Empresa Generadora Momotombo, S.A. (GEMOSA)
	100%
	Disuelta, patrimonio absorbido por ENEL
	Generación y comercialización de energía eléctrica
	

	Empresa Generadora Central, S.A. (GECSA)
	100%
	Disuelta, patrimonio absorbido por ENEL
	Generación y comercialización de energía eléctrica
	

	Empresa Nicaragüense de Importaciones (ENIMPORT)
	100%
	100%
	Depósito aduanero público
	..

	Corporación de Empresas Regionales de la Construcción (COERCO)
	100%
	100%
	Construcción
	..


..
No disponible.

Fuente:
Informaciones proporcionadas por las autoridades de Nicaragua.

iv) Contrataciones públicas

101. Desde su último Examen, Nicaragua ha modernizado el marco normativo en el área de la contratación pública con la adopción de la Ley de Contrataciones Administrativas del Sector Público y de su reglamento
, los cuales entraron en vior el 9 de febrero de 2011, así como de la Ley de Contrataciones Municipales y de su reglamento, los cuales entraron en vigor en septiembre de 2007.
  Nicaragua no es miembro del Acuerdo Plurilateral sobre Contratación Pública de la OMC. 

102. Desde un punto de vista operativo, la contratación pública en Nicaragua está descentralizada, aunque deben seguirse los lineamientos normativos dispuestos por la legislación general.  Cada entidad contratante se encarga de su propia planificación y realiza compras sobre la base de esa planificación y de los recursos financieros disponibles.  El órgano rector de las contrataciones públicas y municipales, la Dirección General de Contrataciones del Estado (DGCE) del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, está encargado de la creación de los mecanismos, normas y procedimientos pertinentes, así como de la administración del Sistema de Contrataciones Administrativas Electrónicas (SISCAE) y su registro.
  
103. La Ley de Contrataciones Administrativas del Sector Público se aplica a todos los organismos del Estado, incluidos los entes autónomos, los fondos provenientes del Presupuesto General de la República administrados por las universidades, las empresas públicas estatales (salvo cuando estén en situación de competencia)
 y toda institución en la que el Estado tenga participación mayoritaria.  Las disposiciones de dicha Ley no se aplican a los contratos públicos que se efectúan en el marco de:  contratos internacionales celebrados por el Poder Ejecutivo que requieran aprobación de la Asamblea Nacional;  contratación financiada con fondos internacionales;  contratación en el extranjero dedicada exclusivamente para el uso de la institución que presta el servicio exterior;  y servicios públicos prestados a usuarios indeterminados a cambio de una tarifa de aplicación general (incluyendo el transporte).  Las adquisiciones y contrataciones de las municipalidades y el sector municipal (empresas, asociaciones y consorcios municipales) se rigen por la Ley de Contrataciones Municipales.  Para contrataciones cubiertas por los tratados de libre comercio suscritos por Nicaragua, deben aplicarse los procedimientos estipulados en los mismos.

104. Las modalidades de contratación en el sector público son las siguientes:  licitación pública (montos superiores a C$3 millones);  licitación selectiva (competición entre al menos cinco proveedores, montos superiores a C$500.000 y hasta C$3 millones);  contratación menor (competición entre al menos tres proveedores, montos hasta C$500.000);  contratación simplificada
;  y concurso para la selección de consultores (las calificaciones técnicas, más bien que el precio, determinarán la adjudicación).  En los procedimientos de licitación selectiva, contratación menor, contratación simplificada y concurso, el no haber sido invitado no puede impedir la participación de un eventual proveedor.  Con respecto a las contrataciones municipales, los procedimientos aplicables son:  licitación pública (montos superiores a C$2.200.000);  licitación por registro (se convoca a los proveedores inscritos en el Registro de Proveedores del municipio, montos superiores a C$990.000 y menores a C$2.200.000);  y compra por cotización (montos menores o iguales a C$990.000).  Todas las personas naturales o jurídicas que deseen presentar ofertas deben estar inscritas en el registro de proveedores del sector público o del municipio respectivo, según corresponda.
  

105. La legislación que rige las contrataciones del sector público no contiene disposiciones por las que se otorgue un trato más favorable a los bienes, servicios u obras públicas de proveedores nacionales.  El régimen de contrataciones municipales prevé un margen de preferencia del 10 por ciento a la mano de obra municipal, el cual se otorga de acuerdo con los siguientes criterios:  el porcentaje de recursos humanos del municipio (obras públicas);  bienes producidos en el municipio, salvo los insumos (suministro de bienes);  oferente que tenga su domicilio legal en el municipio (servicios y consultorías, arrendamiento de bienes muebles).  Los extranjeros pueden participar en cualquier licitación, siempre que cumplan con todos los requisitos establecidos. 

106. La publicación de las convocatorias a licitaciones o concursos, debe realizarse en SISCAE, sin perjuicio de la utilización de otros mecanismos de publicación;  las contrataciones municipales están sujetas a publicación obligatoria en el diario oficial, La Gaceta.  Las ofertas podrán presentarse por escrito o en forma electrónica que asegure la inalterabilidad de las mismas;  el plazo para la presentación de ofertas no puede ser menor de 30 días calendarios.  La licitación, debidamente publicada, podrá ser adjudicada cuando se presentare una única oferta, siempre y cuando esta oferta satisface los requisitos estipulados. La entidad contratante adjudica la licitación por medio de una resolución motivada, la cual debe ser notificada a los oferentes dentro de un plazo máximo de dos días hábiles;  en caso que estos no recurran contra ella, la resolución se publica en el SISCAE. 

107. Los oferentes deben formular sus recursos en las etapas oportunas del proceso administrativo de contratación;  el tránsito, sin objeciones, a la siguiente etapa supone la renuncia a todo reclamo originado por supuestas irregularidades en la etapa anterior.  En el caso de contrataciones en el sector público, dichas etapas son:  recurso de objeción (en licitación pública, previo a la presentación de ofertas);  recurso de aclaración (tres días antes del vencimiento del plazo para la evaluación de las ofertas;  recurso de impugnación (debe interponerse ante la Procuraduría General de la República, con copia a la máxima autoridad administrativa de la entidad contratante, dentro de tres días hábiles contados a partir de la notificación de la resolución de adjudicación);  y recurso de nulidad (se puede recurrir de nulidad ante la Contraloría General de la República durante los 10 días hábiles siguientes a la notificación que se resuelva sin lugar a la impugnación, o cuando la Procuraduría General de la República no se haya pronunciado dentro del plazo de 10 días hábiles).  Los recursos previstos en la Ley de Contrataciones Municipales deben formularse en las mismas etapas pero con algunas diferencias con respecto a los plazos:  recurso de aclaración/objeción al pliego de bases y condiciones (dentro de la primera mitad del plazo estipulado para la presentación de las ofertas);  recurso de impugnación (debe interponerse ante el Alcalde del Municipio dentro de los tres días después de la fecha de notificación del Dictamen de recomendación emitido por el Comité de Licitación);  y recurso de nulidad (debe interponerse ante la Contraloría General de la República dentro de los 10 días calendarios posteriores a la notificación de adjudicación).

108. Sin perjuicio de las sanciones establecidas en la legislación penal, la violación de la normativa de contratación pública da lugar, según fuese el caso, a sanciones disciplinarias o administrativas.  En función de la gravedad de la falta de servicios cometida, los servidores públicos de una entidad contratante, así como los funcionarios municipales, son sancionables con la destitución, suspensión sin goce de salario o amonestación escrita.  En el caso de un incumplimiento contractual imputado al contratista, este último puede ser suspendido del registro de proveedores correspondiente hasta por un año;  las infracciones graves son sancionadas con suspensión por un período de uno a tres años.
  En caso de presunción de infracción penal, el caso se traslada a la Procuraduría General de la Republica;  se pueden aplicar términos de cárcel, en función de la gravedad del acto.
109. Según las autoridades, Nicaragua otorga trato nacional en el ámbito de la contratación pública a todos sus socios comerciales.  Las disposiciones pertinentes
 contenidas en los acuerdos de libre comercio suscritos por Nicaragua tienen por objeto la apertura de los mercados extranjeros, así como la certeza en el proceso de solución de diferencias.
v) Protección de la propiedad intelectual 

110. El marco jurídico de Nicaragua en la esfera de los derechos de propiedad intelectual (DPI) no ha cambiado mucho durante el periodo objeto de examen.  En 2011 se adoptó la Ley de Medicina Tradicional Ancestral
 que establece definiciones de conocimiento tradicional y de biopiratería, así como los requisitos para las patentes de derechos de propiedad intelectual colectiva.  Desde su último Examen, Nicaragua también ha adherido al Arreglo de Lisboa relativo a la Protección de las Denominaciones de Origen (vigente en su territorio a partir del 15 de junio de 2006), el Tratado de Budapest sobre el Reconocimiento Internacional del Depósito de Microorganismos a los fines del Procedimiento en materia de Patentes (vigente a partir del 10 de agosto de 2006) y el Tratado sobre el Derecho de Marcas (vigente a partir del 22 de septiembre de 2009).  Nicaragua ha notificado a la OMC sus leyes y reglamentos relativos a los derechos de propiedad intelectual (cuadro III.13);  el Consejo de los ADPIC examinó la legislación nicaragüense sobre los DPI en 2001.
  
111. Nicaragua ha contraído compromisos sobre los DPI mediante varios acuerdos de libre comercio que ha suscrito, en particular el TLC entre los Estados Unidos y Centroamérica y la República Dominicana (CAFTA-DR), el TLC entre Centroamérica y la República Dominicana, el TLC entre Centroamérica y Panamá, el TLC entre Centroamérica y la República de Chile, el TLC entre México y Nicaragua, así como el TLC entre el Taipei Chino y Nicaragua.  El Acuerdo de Asociación entre Centroamérica y la Unión Europea, que aún no ha entrado en vigencia, también contiene disposiciones relativas a los DPI.
Cuadro III.13
Reseña de la protección de los DPI, 2012
	Legislación
	Cobertura
	Términos de protección
	Sanciones

	Derecho de autor y derechos conexos
	
	

	Ley No 312 del 
1° de septiembre de 1999;  Decreto No 22-2000 de 5 de mayo de 2000;  Ley No 577 de 16 de Marzo de 2006
	Obras literarias, artísticas y científicas (incluidas las bases de datos que, por la selección o disposición de las materias constituyan creaciones intelectuales);  programas de ordenador;  y los derechos de los artistas intérpretes o ejecutantes, los productores de fonogramas y los organismos de radiodifusión
	Derechos de autor, toda la vida del autor más 70 años después de su muerte

Derechos del artista intérprete o ejecutante, del productor de fonograma u organismos de radiodifusión, 70 años contados desde el 1° de enero del año siguiente al de la primera publicación, emisión, interpretación o ejecución
	90 a 150 días multa o prisión de 6 meses a 2 años e inhabilitación especial por ejercicio no autorizado del derecho de autor y derechos conexos;  300 a 500 días multa o prisión de 1 a 3 años e inhabilitación especial por reproducción ilícita 

	Ley No 322 de 
16 de diciembre de 1999;  Decreto No 44-2000 de 6 de octubre de 2000;  Ley No 578 de 24 de Marzo de 2006
	Señales alámbricas o inalámbricas portadoras de programas, incluidas las transmisiones dirigidas hacia un satélite o que pasen a través de él
	Protección de señales satelitales portadoras de programas, 50 años contados a partir del 1° de enero del año siguiente al de la emisión
	300 a 500 días multa o prisión de 1 a 3 años e inhabilitación especial

	Patentes, Modelos de utilidad y diseños industriales
	
	

	Ley No 354 de 
25 de septiembre de 2000;  Decreto No88-2001 de 28 de septiembre de 2001;  Ley No 579 de 
21 de Marzo de 2006;  Ley No 634 de 13 de Septiembre de 2007;  Decreto No 16-2006 de 9 de marzo de 2006
	Invenciones;  dibujos y modelos de utilidad;  y diseños industriales

Se excluyen de protección por patente de invención o de modelo de utilidad:  las razas de animales;  los métodos terapéuticos, quirúrgicos o de diagnóstico aplicables a las personas o a los animales;  las invenciones cuya explotación comercial debe impedirse para proteger el orden público, la moral, la salud o la vida humana, animal o vegetal, así como para preservar el medio ambiente;  los procedimientos (no protección por patente de modelo de utilidad) y las sustancias o composiciones químicas, metalúrgicas o de cualquier otra índole (no protección por patente de modelo de utilidad)
	Patente, 20 años improrrogables;  modelo de utilidad, 10 años improrrogables;  diseño industrial, 3 años de protección sin formalidades y 5 años mediante el registro del diseño (prorrogable por 2 períodos adicionales de 5 años)
	300 a 500 días multa o prisión de 1 a 2 años e inhabilitación especial por el mismo período en caso de fraude sobre patente, modelo de utilidad o diseño industrial;  300 a 500 días multa o prisión de 1 a 3 años e inhabilitación especial por violación a los derechos de patentes, modelos de utilidad o diseño industrial

	Cuadro III.13 (continuación)

	Ley No 324 de 
1  de febrero de 2000;  Decreto No 38-2001 de 18 de abril de 2001
	Esquemas de trazado o topografía de circuitos integrados
	Registro de un esquema de trazado de circuitos integrados, 10 años improrrogables 


	300 a 500 días multa o prisión de 1 a 3 años e inhabilitación especial por el mismo período

	Marcas y otros signos distintivos
	
	

	Ley No 380 de 16 de abril de 2001;  Decreto No 83-2001 de 27 de septiembre de 2001;  Ley No 580 de 21 de Marzo de 2006
	Marcas (incluso colectivas y de certificación), signos distintivos (rótulos, emblemas, indicaciones geográficas, denominaciones de origen), nombres comerciales, nombres de dominio 
	Registro de una marca, 10 años (renovable indefinidamente por períodos de 10 años y sujeto a cancelación si la marca no se hubiera puesto en uso durante 3 años ininterrumpidos)

Nombre comercial (incluidos los rótulos y emblemas), el derecho exclusivo se adquiere por el primer uso del nombre en el comercio y termina cuando se abandona o cesan las actividades del establecimiento que lo usa
Registro de una denominación de origen, duración indefinida
	300 a 500 días multa o prisión de 1 a 3 años e inhabilitación especial por el mismo período

	Obtenciones vegetales
	
	

	Ley No 318 de 29 de noviembre de 1999;  Decreto No 37-2000 de 31 de mayo de 2000
	Todos los géneros y especies que cumplen con los requisitos de novedad, distinción, homogeneidad, estabilidad y denominación adecuada
	Registro del derecho de obtentor, 20 años improrrogables
	300 a 500 días multa o prisión de 1 a 3 años e inhabilitación especial por el mismo período


Fuente:
Información facilitada por las autoridades de Nicaragua.

112. La normativa de Nicaragua en materia de patentes contempla la concesión de licencias obligatorias por razón de interés público, emergencia nacional, o para remediar alguna práctica anticompetitiva.
  Dichas licencias no son transmisibles y son concedidas por el Registro de la Propiedad Intelectual principalmente para abastecer el mercado interno, estableciéndose una remuneración adecuada según las circunstancias propias de cada caso.  En el caso de tecnologías de semiconductores protegidas por patente, la licencia obligatoria sólo puede concederse para un uso público no comercial, o para rectificar una práctica declarada anticompetitiva.  La persona que solicite una licencia obligatoria debe acreditar no haber podido obtener, en condiciones comerciales y plazo razonables, una licencia contractual del titular de la patente.  Esta justificación no es necesaria en casos de extrema urgencia, de uso no comercial de la invención por una entidad pública o de remedio a una práctica anticompetitiva.

113. En general, el titular de un derecho protegido por la Ley de Marcas y Otros Signos Distintivos, que tuviera motivos fundados para suponer que se prepara la importación o la exportación de productos que infringen ese derecho, podrá solicitar al juez competente que ordene a la autoridad de aduanas suspender esa importación o exportación al momento de su despacho.  El solicitante de las medidas en frontera deberá dar a las autoridades de aduanas las informaciones necesarias y una descripción suficientemente detallada y precisa de las mercancías para que puedan ser identificadas y reconocidas con facilidad. 
114. Con respecto a las importaciones paralelas de bienes protegidos por los DPI, la legislación nicaragüense estipula que el titular de una patente o una marca registrada no tiene el derecho de impedir a un tercero realizar actos de comercio con un producto legítimo que se hubiese introducido en el comercio en cualquier país por el mismo titular o por otra persona con consentimiento del titular o económicamente vinculada a él, a condición de que el producto no hubiese sufrido ninguna modificación.
  
� Ambos instrumentos cobraron vigencia a partir del 25 de agosto de 2008.


� Las personas jurídicas deben previamente inscribirse como comerciantes en el Registro Público.


� La habilitación del importador en el sistema aduanero automatizado corresponde con el período de vigencia de la solvencia fiscal, el cual es de 30 días.  El documento de solvencia fiscal tiene un costo de C$10 (aproximadamente 0,43 dólares EE.UU.), pagado en timbre fiscal adherido al mismo.


� El RECAUCA (Art. 212) precisa los casos en los cuales no se requiere declaración de valor.


� El peso centroamericano es la unidad de cuenta utilizada por los países miembros del MCCA.  El Consejo Monetario Centroamericano ha fijado su valor en el equivalente a 1,00 dólar EE.UU.


� CT-224-2009 del 16 noviembre 2009.


� El monto c.i.f. de las mercancías que se encuentren constitucionalmente exoneradas no se tomará en cuenta.


� Los usuarios de SIDUNEA world deben pagar CA$100 por el derecho de uso (por entidad) y CA$20 por cada identificador de usuario (login).  La transmisión electrónica de la declaración aduanera está sujeta al pago de 5 dólares EE.UU. por declaración (2,50 dólares EE.UU. por declaración suplementaria).


� CT/050/2011 de 31 de marzo de 2011.  Consultado en:  http://www.dga.gob.ni/circulares/2011/CT-050-2011.pdf.


� Información en línea del Banco Mundial, "Doing Business:  Measuring business regulations".  Consultada en:  http://www.doingbusiness.org/~/media/fpdkm/doing%20business/documents/profiles/country/ NIC.pdf.


� El RECAUCA IV (2008) incorpora las disposiciones del Reglamento Centroamericano sobre la Valoración Aduanera (2004).


� Artículo 202 del RECAUCA.


� Documento de la OMC G/RO/N/10 de 16 de agosto de 1996.


� Las presentaciones fácticas de los acuerdos comerciales notificados a la OMC se pueden consultar en:  http://rtais.wto.org/UI/PublicMaintainRTAHome.aspx.


� Resolución No 263-2011(COMIECO-LX) de 27 de julio de 2011.


� Se refiere a los incisos arancelarios 1006.10.90.00 (tipo MFN del 45 por ciento), y 1006.20.00.00, 1006.30.00.00, 1006.40.00.00 y 1006.40.90.00 (tipo MFN del 60 por ciento). 


� Documento de la OMC WT/TPR/S/167/Rev.1 de 26 de septiembre de 2006.


� Para realizar este análisis, la Secretaría solamente tomó en cuenta las líneas arancelarias contenidas en el archivo de la Lista Arancelaria Refundida de Nicaragua que son estrictamente comparables con el SA 2012.


� Ministerio de Hacienda y Crédito Público (2010).


� Hasta el 30 de junio de 2009, también estaban exentos los repuestos, partes y accesorios para la maquinaria y equipos de estos sectores productivos.  El listado de bienes exonerados está disponible en línea. Consultado en: http://www.magfor.gob.ni/descargastlc/Avales/lstBienesExonerados.pdf.


� Entre marzo y diciembre de 2008, la reducción del DAI fue limitada a una cantidad máxima de 10.000 toneladas métricas de harina de trigo o de morcajo.  A partir de 2009 la reducción del arancel es sin límite de volumen de importación.


� A partir de enero de 2009 la reducción del arancel se aplicaba solamente a los aceites en bruto de palma y de soya.


� Siempre y cuando no sean sometidos a procesos de transformación, embutido o envase.


� La enajenación local de estos productos, realizada por empresas acogidas bajo el régimen de zona franca, estará sujeta al pago del IVA.


� Ley No 431, Ley para el Régimen de Circulación Vehicular e Infracciones de Tránsito, publicada en La Gaceta No 15, de 22 de enero de 2003.


� El consumo domiciliar de energía eléctrica de más de 300 y menos de 1000 kW/h está sujeto a una tasa del 7 por ciento.


� Ministerio de Hacienda y Crédito Público (2010).


� Las tasas del ISC aplicables a los vehículos automóviles son del 10 por ciento (hasta 1.600 cc), del 15 por ciento (de 1.601-2.600 cc), del 20 por ciento (de 2.601-3.000 cc), del 25 por ciento (de 3.001-4.000 cc) y del 30 por ciento (más de 4.001 cc).  A partir de enero 2012, la tarifa del ISC sobre los cigarrillos es de C$255.03 por millar o fracción de millar.


� La industria fiscal es el conjunto de unidades económicas  que realizan operaciones para obtener o transformar bienes tales como las bebidas alcohólicas, los productos de tabaco y del petróleo (48 incisos arancelarios). Información en línea de la DGI.  Consultada en:  http://www.dgi.gob.ni/interna.php?sec=109.


� La base de aplicación del ISC sobre los derivados del petróleo es el galón americano (3,785 litros).


� Decreto No 192 de 14 de Mayo de 1986.


� Ley No 524 de 14 de abril de 2005 reformada por la Ley No 616 de 20 de marzo de 2007.


� Documento de la OMC G/LIC/N/1/NIC/2 de 23 de marzo de 2012.


� Documento de la OMC G/ADP/N/1/NIC/2 y G/SCM/N/1/NIC/2 de 23 de enero de 2008.


� Documentos de la OMC G/ADP/Q1/NIC/1 y G/SCM/Q1/NIC/1 de 9 de abril de 2008;  G/ADP/Q1/NIC/2 y G/SCM/Q1/NIC/2, G/ADP/Q1/NIC/3 y G/SCM/Q1/NIC/3 de 10 de abril de 2008;  G/ADP/Q1/NIC/4 y G/SCM/Q1/NIC/4, G/ADP/Q1/NIC/5 y G/SCM/Q1/NIC/5, y G/ADP/Q1/NIC/6 y G/SCM/Q1/NIC/6 de 20 de junio de 2008.


� Documentos de la OMC G/SG/Q1/NIC/1 y G/SG/Q1/NIC/2 de 9 de abril de 2008, y G/SG/Q1/NIC/3 y G/SG/Q1/NIC/4 de 17 de junio de 2008.


� Artículo 3 del Reglamento Centroamericano sobre medidas de salvaguardia.


� Leyes No 219 de 2 de julio de 1996 y No 225 de 18 de julio de 1996.


� Este marco se ha ampliado con la Resolución No 162-2006 (COMIECO-XXXVI) sobre el Procedimiento para Elaborar, Adoptar y Aprobar Reglamentos Técnicos y los Procedimientos de Evaluación de la Conformidad Centroamericanos.


� El catálogo de reglamentos técnicos vigentes puede consultarse en: � HYPERLINK "http://www.mific.gob.ni/QUEESELSISTEMANACIONALDELACALIDAD/SISTEMANACIONALDENORMA" �http://www.mific.gob.ni/QUEESELSISTEMANACIONALDELACALIDAD/SISTEMANACIONALDENORMA�LIZACION/CATALOGODENORMAS/tabid/311/language/en-US/Default.aspx.


� Documento de la OMC G/TBT/2/Add.82 de 25 de octubre de 2004.


� El listado de organismos evaluadores de la conformidad acreditados puede consultarse en:  � HYPERLINK "http://www.mific.gob.ni/QUEESELSISTEMANACIONALDELACALIDAD/SISTEMANACIONALDEACREDITACION/ORGANISMOSDEEVALUACIONDELACONFORMIDAD/tabid/172/language/en-US/" �http://www.mific.gob.ni/QUEESELSISTEMANACIONALDELACALIDAD/SISTEMANACIONALDEACREDITACION/ORGANISMOSDEEVALUACIONDELACONFORMIDAD/tabid/172/language/en-US/�Default. Aspx.


� Información en línea del MIFIC.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://www.mific.gob.ni/" �http://www.mific.gob.ni/� QUEESELSISTEMANACIONALDELACALIDAD/SISTEMANACIONALDENORMALIZACION/MARCOREGULATORIO/tabid/127/language/en-US/Default.aspx.


� Documentos de la OMC G/TBT/CS/N/133 y G/TBT/CS/N/134 de 1° de noviembre de 2001 y G/TBT/CS/N/157 de 12 de octubre de 2004.


� Los demás productos pueden estar sujetos a inspección en frontera entre dos países centroamericanos.


� Resolución No 162-2006 (COMIECO-XXXVI) de 16 de junio de 2006.


� Un tercer país puede solicitar, antes del vencimiento de los 60 días indicados, que se amplíe el plazo de consulta pública; este plazo no debe exceder 30 días calendarios.


� Ley No 182-1994 de 14 de noviembre de 1994.


� Acuerdo Interministerial MIFIC-MAGFOR No 074-2006 de 1° de Diciembre de 2006.  Consultado en:  http://legislacion.asamblea.gob.ni/Normaweb.nsf/($All)/EE3BA8133F6C7FD70625728E005D2E1B?Open Document.


� Ley No 705 de 13 de abril de 2010.


� Resolución No 175-2006 (COMIECO-XXXVIII) de 5 de octubre de 2006.  Consultado en:  http://www.dga.gob.ni/circulares/2007/CT-034-2007%20RES-175-2006%20COMIECO%20XXXVIII.pdf.


� Documento de la OMC G/SPS/NNA/8 de 20 de diciembre de 2004.


� Información en línea del MAGFOR.  Consultada en:  http://www.magfor.gob.ni/servicios.html. 


� Información en línea del MAGFOR.  Consultada en:  http://190.212.165.220/cuarentena/siauicltini/ wfinicio.aspx.


� MAGFOR (2008b).


� Los requisitos de inscripción están disponibles en el sitio Internet del CETREX.  Consultado en:  http://www.cetrex.gob.ni/website/servicios/inscripcion.jsp.


� De forma opcional, el CETREX también puede atender exportaciones como agente aduanero.  En este caso, además de la tarifa por los servicios usuales, el exportador tiene que pagar 10.00 dólares EE.UU. y las hojas de seguridad utilizadas en la impresión de la declaración aduanera (C$5 por hoja).


� El FAUCA cumple las funciones de certificado de origen, factura comercial y declaración aduanera para exportaciones con destino a los países del MCCA (sección 1) i)).


� CT-254-2009 de 29 de diciembre de 2009.  Consultado en: � HYPERLINK "http://www.dga.gob.ni/circulares/2009/CT-254-2009%20-%20Auto.%20Elaborar%20Declaracion%20para%" �http://www.dga.gob.ni/circulares/2009/CT-254-2009%20-%20Auto.%20Elaborar%20Declaracion%20para%� 20transito%20aduaneroa%20internacional%20terrestre%20a%20COOTRACAR,%20R.L.pdf.


� A excepción de la madera proveniente de plantaciones y de árboles de la especie Pino (Pinus sp) y en casos especiales como los daños provocados por el Huracán Félix (Ley No 585 de 21 de junio de 2006 y Decreto Presidencial No 81-2009).


� Ley No 217 de 6 de junio de 1996, reformada por la Ley No 647 de 3 de abril de 2008.


� Acuerdo Ministerial MIFIC No 029-2007 de 6 de julio de 2007, reformando el Acuerdo MIFIC No 63-2001 de 20 de diciembre de 2001.  Consultado en:  http://www.dga.gob.ni/circulares/2007/CT-085-2007%20ACUERDO%20MIFIC-029-2007%20EXPORT-GANADO%20EN%20PIE.pdf.


� Acuerdo Ministerial MIFIC No 030-2007 de 11 de julio de 2007.


� Información en línea del CETREX.  Consultada en:  http://www.cetrex.gob.ni/website/institucion/ reqexpproducto.jsp.


� Documento de la OMC G/LIC/N/3/NIC/2 de 19 de julio de 2010.


� Documentos de la OMC G/SCM/N/220/NIC de 13 de junio de 2012 y G/AG/N/NIC/29 de 10 de mayo de 2012.


� Ley No453 de 29 de abril de 2003.


� Decreto No 37-91 de 26 de agosto de 1991.


� Información en línea del CEI.  Consultada en:  http://www.cei.org.ni/contenido.php?lvl=15&lvl2= 21&lvl3=55.


� Ley No 640 de 20 de noviembre de 2007, reformada por la ley No 684 de 2 de mayo de 2009.


� Ley No 306 de 2 de septiembre de 1999. Consultado en: http://www.intur.gob.ni/DOCS/inversiones/ ley_306.pdf.


� Los grandes consumidores (1 MW de potencia) negocian libremente contratos de suministro con las empresas generadoras.


� En el caso de productos clasificados como genéricos por el Ministerio de Salud, a la base (valor c.i.f. más 3 por ciento) se agrega un 28 por ciento (margen al mayorista);  el precio al detalle es el precio máximo de mayoreo más un 32 por ciento (Acuerdo Ministerial No 029-2009 de 24 de junio de 2009).


� Ley No 601 de 28 de septiembre de 2006, reformada por la Ley No 773 de 24 de octubre de 2011, y Decreto No 79-2006 de 21 de diciembre de 2006.


� Las prácticas de las entidades públicas están cubiertas por la Ley de Promoción de la Competencia.  Sin embargo, con respecto a las ayudas públicas la autoridad de competencia solamente puede emitir opiniones en la formulación de leyes sectoriales y hacer propuestas de políticas.  


� PROCOMPETENCIA puede realizar de oficio evaluaciones de la competencia en sectores integrales y está facultada para solicitar cualquier tipo de información, siempre que se respeten las garantías constitucionales.


� En ambos casos, el costo de notificación depende del monto de los activos a concentrarse:  hasta 20 millones de dólares EE.UU.  (20.000 dólares EE.UU.) más de 20 y hasta 35 millones de dólares EE.UU., (35.000 dólares EE.UU.);  y más de 35 millones de dólares EE.UU., (45.000 dólares EE.UU.). 


� Ley No 737 de 19 de octubre del 2010, la cual sustituyó la Ley No 323, Ley sobre Contrataciones del Estado, de 4 de enero de 2000.


� Ley No 622 de 16 de mayo de 2007.


� El SISCAE se está ampliando para incluir las compras de las municipalidades;  este proceso aún no está finalizado.  


� Cada empresa del Estado debe expedir un manual de contratación y someterlo a la DGCE para su aprobación. 


� El uso de la contratación simplificada debe ser aprobado por la máxima autoridad y se permite únicamente en los siguientes casos específicos:  contrataciones que se realicen con fines exclusivamente policiales o militares;  situaciones de emergencia que causen la interrupción total de las operaciones de la entidad contratante;  proveedor único en el mercado;  adquisición de víveres para la operación de la entidad contratante, sin fines de comercialización;  compras con fondos de caja chica;  y contratos inter-administrativos celebrados entre organismos o entidades del sector público.  También deben cumplirse todos los requisitos de publicación y evaluación.


� El mismo proveedor puede inscribirse en los registros de varios municipios y sólo puede participar en las licitaciones de dichos municipios.


� Las sanciones aplicadas a los contratistas no tendrán efecto retroactivo y por lo tanto no afectarán a los contratos que estén en curso de acción en el momento de la aplicación de las mismas.  No se podrán imponer sanciones después de transcurrido el término de un año, contado desde la fecha en que se cometió la infracción. 


� Capítulo XII del Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y la República Dominicana; Capítulo 16 del Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y Chile y Capítulo 16 para el Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y Panamá.


� Ley No 759 de 4 de julio de 2011.


� Documento de la OMC IP/Q/NIC/1 de 13 de febrero de 2002.


� No corresponden al ejercicio regular de un derecho de patentes, las prácticas que afectan indebidamente la libre competencia o que constituyan un abuso de posición dominante en el mercado.


� Ley No 380 (artículo 29) y Ley No 354 (artículo 47).






